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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

—Alessandri Besa, Arturo

—Calderón Aránguiz, Rolando

—Cantuarias Larrondo, Eugenio

—Carrera Villavicencio, María Elena

—Díaz Sánchez, Nicolás

—Díez Urzúa, Sergio

—Errázuriz Talavera, Francisco Javier

—Feliú Segovia, Olga

—Fernández Fernández, Sergio

—Frei Bolívar, Arturo

—Frei Ruiz-Tagle, Carmen

—Gazmuri Mujica, Jaime

—Hamilton Depassier, Juan

—Hormazábal Sánchez, Ricardo

—Horvath Kiss, Antonio

—Huerta Celis, Vicente Enrique

—Larraín Fernández, Hernán

—Larre Asenjo, Enrique

—Lavandero Illanes, Jorge

—Letelier Bobadilla, Carlos

—Martin Díaz, Ricardo

—Matta Aragay, Manuel Antonio

—Mc-Intyre Mendoza, Ronald

—Muñoz Barra, Roberto

—Núñez Muñoz, Ricardo

—Páez Verdugo, Sergio

—Pérez Walker, Ignacio

—Prat Alemparte, Francisco

—Ruiz De Giorgio, José

—Ruiz-Esquide Jara, Mariano

—Siebert Held, Bruno

—Sinclair Oyaneder, Santiago

—Sule Candia, Anselmo

—Thayer Arteaga, William

—Urenda Zegers, Beltrán

—Valdés Subercaseaux, Gabriel

—Zaldívar Larraín, Adolfo

—Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de Gobierno, y de Justicia.

Actuó de Secretario el señor Rafael Eyzaguirre Echeverría, y de Prosecretario, el señor José Luis Lagos López.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 10:55, en presencia de 38 señores Senadores.

El señor VALDÉS (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor VALDÉS (Presidente).— Se da por aprobada el acta de la sesión 13a, ordinaria, en 11 de mayo del presente año, que no ha sido observada.



El acta de la sesión 14a, ordinaria, en 17 de mayo del año en curso, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor VALDÉS (Presidente).— Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.
El señor LAGOS (Prosecretario).— Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensaje


Uno de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que retira la urgencia, y la hace presente nuevamente en carácter de “suma”, al proyecto que establece normas sobre reajustabilidad de los subsidios por incapacidad laboral, y modifica otras disposiciones sobre seguridad social.


—Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios


Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros comunica que ha otorgado su aprobación a los proyectos de acuerdo que se indican:



1.— El que aprueba las enmiendas que catorce resoluciones de la Organización Marítima Internacional introducen al Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar (SOLAS), 1974, sus Protocolos de 1978 y 1988, y dos enmiendas al primero de éstos.



2.— El que aprueba el "Protocolo de 1988 relativo al Convenio Internacional sobre Líneas de Carga de 1966", adoptado en Londres el 11 de noviembre de 1988, en la Conferencia Internacional sobre Sistema Armonizado de Reconocimiento y Certificación.

—Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el tercero da a conocer su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto que modifica el inciso tercero del artículo 124 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



—Se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el cuarto comunica que otorgó su aprobación a las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley sobre transferencia del dominio de los bienes que indica al Servicio de Salud Metropolitano Sur-Oriente.



—Se toma conocimiento y se manda archivar.



Con el quinto señala que ha tomado conocimiento del rechazo por parte del Senado al proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil, suprimiendo la obligación de las partes de comparecer ante el tribunal superior para proseguir los recursos que hubieren interpuesto, como, asimismo, de los señores Senadores que integrarán la Comisión Mixta que deberá constituirse de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 67 de la Carta Fundamental, a la vez que designa a los cinco señores Diputados que la integrarán. 


—Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el sexto da cuenta de que ha resuelto devolver al Senado el proyecto que fija plazo para constituir los Consejos de Pesca contemplados en la Ley General de Pesca y Acuicultura, por cuanto los señalados Consejos se encuentran en funcionamiento y, en consecuencia, el proyecto ha perdido oportunidad.


—Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con el proyecto.


Con el último informa que ha aprobado, con las excepciones que señala, el proyecto de ley sobre composición, organización y atribuciones de la Corte Suprema, y modificaciones a los recursos de queja y de casación. (Calificado de "simple urgencia").


—Queda para tabla.


Del señor Ministro de Obras Públicas con el que contesta un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Frei, referido al "Diagnóstico de Sistemas Alternativos de Disposición de Energía en las Quebradas de Antofagasta", destinado a prevenir daños por eventuales aluviones en la provincia de Tocopilla, II Región.


Del señor Ministro de Salud en respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Muñoz Barra, referido a la aplicación del Reglamento de Comercialización y Expendio de Psicotrópicos y, especialmente, a la posibilidad de adoptar medidas para simplificar el expendio de las benzodiazepinas.


Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, respecto a la factibilidad técnica de obtener gradualmente la recuperación de la navegabilidad del río Biobío.


Dos del señor Contralor General de la República con los que absuelve sendas presentaciones efectuadas ante esa entidad de control por la Oficina de Informaciones del Senado, a raíz de la negativa de Televisión Nacional de Chile de proporcionar información que le fuera requerida por esa Oficina. Expresan los mencionados oficios que, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 9o de la ley N° 18.918, los organismos de la Administración del Estado —cual es el caso de la citada Empresa— se encuentran obligados a proporcionar los antecedentes específicos e informes que les sean solicitados por el Senado o por los organismos internos autorizados por su Reglamento, con excepción de aquellos que por expresa disposición de la ley tengan el carácter de secretos o reservados.


—Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informe


Nuevo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amnistía a personas naturales procesadas o condenadas por el delito de hurto de energía eléctrica, en los casos que indica.


—Queda para tabla.
Mociones



Una de los Senadores señores Cantuarias, Ominami, Ríos y Ruiz-Esquide con la que inician un proyecto que modifica el artículo 1o transitorio de la ley N° 19.039, sobre privilegios y protección de los derechos industriales, con el objeto de precisar que las patentes denominadas de procedimiento, quedan incluidas dentro de aquellas patentes a que se refiere la citada norma.


—Pasa a la Comisión de Economía.


Otra del Honorable señor Andrés Zaldívar con la que inicia un proyecto de ley que establece normas para facilitar la creación de microempresas familiares.



—Pasa a la Comisión de Economía.

Comunicación



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales con la que solicita la autorización de la Sala para realizar un viaje a la Décima Región, los días 30 de junio y 1º de julio del año en curso, con la finalidad de conocer en el terreno la actividad de explotación comercial de la madera que se realiza en dicha zona, toda vez que la Comisión deberá abocarse, próximamente, al estudio del proyecto sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal.

El señor LARRE.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

VISITA CONJUNTA DE COMISIONES DE

AGRICULTURA Y DE MEDIO AMBIENTE A

DÉCIMA REGIÓN

El señor LARRE.— Señor Presidente, la Comisión de Agricultura, que también se encuentra tratando esta materia, ha programado una visita a esa Región, para lo cual ya tomó contacto tanto con representantes del sector forestal como con las autoridades locales. En  consecuencia,  y estando de acuerdo con otorgar la autorización, sugiero al señor Presidente de la Comisión de Medio Ambiente estudiar la posibilidad de que ambas Comisiones, juntamente con los Parlamentarios de la zona, viajen a la Décima Región.

El señor SIEBERT.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Siebert.

El señor SIEBERT.— Señor Presidente, en verdad, tal visita reviste suma importancia porque el proyecto sobre recuperación del bosque nativo está próximo a ser tratado por esta rama del Parlamento. En consecuencia, en representación del Presidente de la Comisión de Medio Ambiente, me gustaría extender la invitación a los integrantes de la de Agricultura, y, por supuesto, señor Presidente, a los señores Senadores por la Décima Región.

El señor VALDÉS (Presidente).— Esta mañana conversamos sobre el tema con el Presidente de la Comisión de Medio Ambiente, a quien hice presente el interés de otros señores Senadores en participar en tal visita. Lamento que la fecha fijada para ella esté tan cercana, pues por esos días hay otros compromisos.



Se me explicó que el objetivo principal, más que el problema del bosque nativo, lo constituye el aprovechamiento industrial de la madera, las plantas de astillas, particularmente de Puerto Montt, y otros puntos de esta misma naturaleza.



Privadamente he informado a algunos señores Senadores —creo que también lo hice en reunión de Comités— que, alrededor de los primeros días de julio, se tiene proyectada una reunión con representantes del sector empresarial maderero, con Parlamentarios, profesionales y docentes relacionados con el ramo. Esta contempla visitas a terreno —no por un día, sino por un período más prolongado— a fin de efectuar un estudio más preciso y profundo, no sólo de las industrias que elaboran la madera y del bosque, sino de toda la problemática que gira en torno de esta materia, tanto de la estructura, organización y funcionamiento de CONAF, de los servicios de control, como de otros puntos vinculados con el tema.



El propósito es llegar a acuerdos, si es posible, con personeros de importancia a nivel nacional que mantienen serias objeciones al proyecto, que no son Parlamentarios, pero cuya opinión es, a mi juicio, relevante, para evitar que esta materia se discuta sin la participación de todos los interesados.



Por lo tanto, coincido con la idea de ir a la zona, pero preferiría que lo hicieran ambas Comisiones, planeando el viaje en forma tal que, en un par de días, un fin de semana, se llevara a efecto la reunión a que me he referido, la que cuenta con el financiamiento del caso.



Tiene la palabra el Honorable señor Siebert.

El señor SIEBERT.— Efectivamente, como Su Señoría ha dicho, la visita considera contactos con los sectores público y privado, y también con los grupos contrarios a la explotación del bosque nativo, tanto en sus etapas de plantación, reforestación y aprovechamiento del bosque mismo, como de la explotación sobre la base de chips, maderas elaboradas, etcétera.



Tengo la impresión de que, si hay interés en el Senado, la visita podría planificarse para hacerla más prolongada. No hay compromiso adquirido al respecto, pero la Comisión ya adoptó un acuerdo en forma soberana, porque si no se toma una decisión oportunamente, nunca se llega a consenso para fijar una fecha. Por lo tanto, pienso que quizá podríamos efectuarla a fines de julio. Sin embargo, el proyecto sobre recuperación del bosque nativo ya llegó a la Comisión de Agricultura, la que viajó a la Duodécima Región, sin que pudiéramos acompañarla.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, se accedería a lo solicitado, sin perjuicio de programar para julio una reunión en la que participen los Parlamentarios y representantes de otros sectores, a fin de contar con una visión más completa del proyecto cuya tramitación ha comenzado.

El señor PÁEZ.— Señor Presidente, considero de la mayor importancia que esta Comisión viaje a esa zona. No obstante creo conveniente efectuar una reunión posterior a la visita, porque lo que está ocurriendo en esa Región seguramente ha de dar motivo a muchas discusiones y trabajo.



—Se concede la autorización.

El señor LAGOS (Prosecretario).— Ha llegado a la Mesa un mensaje de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que inicia un proyecto de ley que modifica diversas disposiciones de la ley N° 18.933, sobre instituciones de salud previsional, con urgencia calificada de “suma”.



—Pasa a la Comisión de Salud y a la de Hacienda, en su caso; y, conforme a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se manda a poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

El señor LAGOS (Prosecretario).— Permiso constitucional.



Del Honorable señor Otero, con el que solicita permiso para ausentarse del país por más de treinta días, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 57 de la Carta Fundamental.



—Se accede a lo solicitado.

El señor VALDÉS (Presidente).—Terminada la Cuenta.

-------------------

El señor CALDERÓN.— Señor Presidente, solicito autorización para que las Comisiones de Salud y de Trabajo puedan funcionar simultáneamente con la Sala.

El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece al Senado, se concederá la autorización correspondiente, en el entendido de que, cuando se proceda a votar el primer proyecto de la tabla, el cual contiene disposiciones de quórum calificado, se llamará a los señores Senadores.



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

NUEVA ESTRUCTURA PARA RADIO

NACIONAL DE CHILE. INFORME DE

COMISIÓN MIXTA

El señor VALDÉS (Presidente).— En el primer lugar del Orden del Día figura el informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto que sustituye el decreto ley N° 258, de 1974, que creó la Radio Nacional de Chile, con urgencia calificada de “suma”.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 8ª, en 19 de abril de 1994.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 3ª, en 7 de junio de 1994.



Informes de Comisión:



Transportes, sesión 12ª , en 10 de mayo de 1994.



Hacienda, sesión 12ª, en 10 de mayo de 1994.



Mixta, sesión 6ª, en 16 de junio de 1994.



Discusión;



Sesiones 13ª, en 11 de mayo de 1994 (queda pendiente la discusión); 15ª, en 18 de mayo de 1994 (se aprueba en general y particular).

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— En el informe de la Comisión Mixta, se deja constancia de que el artículo 1º del proyecto es de quórum calificado, por lo cual requiere de 24 señores Senadores para su aprobación, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política.



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Cooper, Fernández, Hamilton, Otero, Ruiz (don José), y Diputados señores Ascencio, García, Jara y Ortiz, propone un artículo nuevo, acogiendo la proposición del Senado, con la siguiente enmienda: "Sustituir la oración "inciso segundo del artículo 6º, como también, a contar" por la siguiente: "inciso tercero del artículo 5º, lo que deberá hacerse dentro de los 120 días siguientes a la fecha de publicación de esta ley. A contar"."



La Cámara de Diputados aprobó el informe de la Comisión Mixta.



—Se aprueba el informe de la Comisión Mixta, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que concurrieron 24 señores Senadores a su ratificación.

RÉGIMEN DE TARIFA TELEFÓNICA LOCAL PARA PROVINCIA DE TALAGANTE

El señor VALDÉS (Presidente).— En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 4º transitorio de la ley N° 19.302, excluyendo a la provincia de Talagante de las zonas primarias de servicio público de telefonía, informado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y con urgencia calificada de “suma”.



—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley: (moción del señor Zaldívar).



En primer trámite, sesión 3ª, en 7 de junio de 1994.



Informe de Comisión:



Transportes, sesión 5ª, en 14 de junio de 1994.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La Comisión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento, propone discutir en general y en particular a la vez el proyecto.

El señor VALDÉS (Presidente).— En la discusión general y particular, tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Señor Presidente, en verdad no soy autor de la iniciativa en debate, la cual obedece más bien a una preocupación del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, derivada de la dictación del decreto que estableció nuevas tarifas para la Compañía de Teléfonos.



En el Parlamento se tramitó una ley que reglamentó toda la materia. Por un error el Senado aprobó una norma transitoria, la cual ha provocado efectos negativos en la fijación de las tarifas telefónicas en la Región Metropolitana.



De acuerdo con lo propuesto por el Ejecutivo, se entregaba a la potestad reglamentaria la facultad de modificar las llamadas zonas primarias, que son 24 en el país, con relación a la Región Metropolitana, con el fin de que todas las comunicaciones dentro de esta última —en una provincia u otra— pagaran tarifa local. Pues bien, como no se otorgó esa facultad, se estableció una norma más restrictiva, lo cual determinó que, al dictarse el decreto sobre tarifas, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones resolviera que una provincia de la Región Metropolitana —la de Talagante— debía pagar precio de larga distancia, en tanto que las otras, incluida la de Melipilla —más alejada del centro—, quedaban sujetas a la tarifa local. Y no pudo precederse de otra manera, porque no se contaba con las facultades legales para modificar la situación mediante un reglamento.



En virtud de tales antecedentes, el señor Ministro de Transportes, en conversación sostenida con los Parlamentarios de Gobierno, hizo saber la urgente necesidad de incorporar a la provincia de Talagante al sistema de tarifa local, asunto que era de absoluta justicia. La única manera de hacerlo era mediante una iniciativa de ley, a través de una moción, debiendo el Gobierno hacer presente la urgencia para su pronta aprobación.


¿Por qué la urgencia? Porque, según el Ministerio, de no hacerse la modificación correspondiente antes de la entrada en funcionamiento del "multicarrier", podrían alegarse derechos adquiridos, impidiéndose incluso con ello que la provincia de Talagante se incorporara al pago de tarifa local en un futuro próximo.


En ese entendido se me solicitó que patrocinara un proyecto, del cual se dio cuenta el 8 de junio, siendo posteriormente enviado a la Comisión de Transportes, la cual lo trató en forma preferente por la urgencia.


El texto aprobado por aquélla es el que conoce hoy la Sala; sin embargo, paralelamente, y con una inquietud similar, el Diputado por el Distrito que corresponde al señor Coloma presentó el mismo día un proyecto de ley en la Cámara con igual finalidad, el cual tuvo una tramitación expedita: se aprobó en la Comisión de Transportes un miércoles o jueves y el martes pasado lo trató la Sala.


Ahora bien, el proyecto del Diputado señor Coloma, si bien su intención es solucionar la dificultad, no lo lograría, pues, por los términos en que estaba concebido, carecía de efecto jurídico. Sin embargo, en la sesión del martes de la Cámara —de acuerdo con los antecedentes que obran en mi poder—, se formuló una indicación tendiente a incorporar el texto de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, salvo una palabra, indicación que fue aprobada.


Ahora, nos encontramos con una iniciativa de la Cámara de Diputados aprobada en primer trámite y enviada al Senado, la cual contiene el mismo texto que aprobó la Comisión técnica del Senado. O sea, dos proyectos de ley resuelven un mismo problema.


Aquí no se trata de arrogarse la autoría o quién inició primero un texto legal. Lo importante es lograr el resultado: que la gente de la provincia de Talagante obtenga el beneficio del cual se le está privando en virtud de una arbitrariedad. Puede lograrse de varias formas: en primer lugar, imponerse y decir que como el proyecto del Senado tiene urgencia calificada de “suma”, su tratamiento debe ser preferente. Entonces, sería aprobado por la Sala, pasaría a la Cámara en segundo trámite y esta rama del Parlamento tendría que pronunciarse sobre él. Por lo tanto, el proyecto iniciado en la Cámara pasaría al archivo. Esta es una fórmula.


La otra —por la cual me inclino— podría ser una similar al juicio de Salomón, pues se podría reclamar quién se queda con la creatura; pero ésta, de mantenerse posiciones intransigentes, podría morir. Yo estoy por que la creatura viva y por la solución del problema de Talagante.


He querido dar esta explicación, para mostrar que en el Senado no ha habido —ni menos por parte de quien habla— el propósito de aprovecharse de una autoría. Yo he sido el portavoz del Gobierno —como es lógico— para lograr la solución de un problema por la vía de la legislación. Pero nos hemos encontrado con la posición de otro Parlamentario, en el sentido de buscar el mismo resultado, cuestión, por lo demás, a la que también tiene derecho.


¿Y qué propongo concretamente, dejando constancia de ello en la Versión Taquigráfica? Que el proyecto que apruebe el Senado se entienda refundido con el que viene de la Cámara de Diputados, y los aprobemos —no sé si reglamentariamente podrá hacerse, por el problema de la urgencia con que viene— en un mismo texto, cumpliendo así con los dos trámites.


Entre ambas iniciativas existe una diferencia que, al parecer, consiste en una palabra, la que habría que verificar. Entonces, ojalá esta iniciativa pronto sea ley de la República, para que la gente de Talagante no quede excluida de un beneficio que le corresponde.


Señor Presidente, someto este asunto a decisión de la Mesa, a fin de que vea la mejor forma de hacer correspondientes ambas iniciativas y despachar un proyecto lo antes posible. Porque —repito— no es un problema de autoría, sino de buscar el efecto jurídico querido.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.
El señor LARRAÍN.— Señor Presidente, creo que los planteamientos del Senador que me antecedió sitúan correctamente, y desde su perspectiva, un problema suscitado a raíz de una presentación casi simultánea de dos iniciativas con idéntico contenido. Empero, tan sólo respecto de lo expresado quiero formular una precisión.


El proyecto que finalmente aprobó el martes último la Cámara de Diputados no fue modificado, y su texto Final no corresponde a una adaptación al tenor de lo aprobado por nuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, sino a una indicación que el respectivo Ministerio habría sugerido a esa Sala, modificando en forma parcial el texto originalmente presentado por el Diputado señor Coloma. Debo presumir que el Senador que presentó la iniciativa en esta alta Corporación tuvo quizás la misma fuente inspiradora —por así decirlo—, por lo que los textos son semejantes. En todo caso, ése es el origen de la iniciativa que hoy analizamos. Y como bien se ha señalado, creo que más que buscar autorías...
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— ¿Me permite una interrupción, señor Senador? Es para efectuar una precisión, pues creo que es bueno que las cosas queden establecidas con mucha claridad.
El señor LARRAÍN.— Por supuesto, señor Senador, con la venia de la Mesa.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Señor Presidente, agradezco la intervención que hace Su Señoría; pero quiero precisar algo.


No hubo indicación del Ejecutivo presentada en la Cámara, sino que el Diputado señor Coloma, quien me lo representó, tomó esa misma indicación —que fue precisamente la que fundó el proyecto presentado por el Gobierno— de la respectiva Subsecretaría, pues tuvo conocimiento de ella, y la adaptó a su proyecto.


Esa es la situación. Y —repito— considero mejor que los hechos queden señalados con mucha claridad. Porque pienso que es erróneo decir que hubo una indicación del Ejecutivo, pues ello no es efectivo.
El señor VALDÉS (Presidente).— Recupera el uso de la palabra el Honorable señor Larraín.
El señor LARRAÍN.— Señor Presidente, hubo una sugerencia escrita del Ministerio de Transportes que fue recogida por el Diputado señor Coloma y se incorporó así en la Sala. De manera que el origen, si bien no consistió en una indicación directamente presentada por el Ejecutivo a la Cámara Baja, sí fue una sugerencia suya escrita, la que fue tomada por el aludido Parlamentario y finalmente acogida y aprobada por esa Corporación, como consta en el oficio que ha llegado al Honorable Senado.


Pero, en todo caso, aquí no importan esos detalles. Creo que al país, y particularmente a la provincia de Talagante, lo que le interesa es resolver el problema. Y de las alternativas sugeridas, la que efectivamente permite a los talagantinos solucionar sus problemas a la brevedad es justamente la de aprobar el proyecto proveniente de la Cámara de Diputados —ya cumplió su primer trámite constitucional— fusionado con el que aquí se encuentra en discusión. En consecuencia, si lo aprobamos en ese entendido, como se halla en segundo trámite constitucional, tendremos avanzado mucho tiempo y permitiremos que el problema sea resuelto rápidamente. De manera que si ése es el planteamiento del Senador que me antecedió, me sumo a él.


Antes de terminar en el uso de la palabra quiero, sí, marcar un aspecto puntual que, sin embargo, es interesante destacar.


Me ha sorprendido advertir que el proyecto proveniente de la Cámara de Diputados no viene con el apoyo del Ejecutivo en cuanto a calificar su tramitación de “suma urgencia”; en cambio, sí tiene ese carácter el presentado por moción del Senador señor Zaldívar.


Por consiguiente, me interesa conocer por qué el Gobierno concede, tratándose de iniciativas con características semejantes, por no decir idénticas, determinado carácter a una, y no a otra. No quiero pensar, por cierto, que aquí existe alguna clase de sectarismo político que apoya algunos proyectos y otros no, simplemente por el origen partidista de sus autores. Lo dejo connotado, porque me llamó la atención esta diferencia.


Empero, más allá de este hecho, lo que interesa hoy día es superar esta dificultad. Y creo que se supera por la fórmula señalada en la discusión de esta materia.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Pido la palabra.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Señor Presidente, creo que la última parte de la intervención del Senador que me antecedió modifica el tono de la discusión, pues Su Señoría ha hecho una afirmación que considero grave, tocante al porqué se da el carácter de “suma urgencia” al proyecto de determinado Senador, señalando que en ello, al parecer, habría alguna arbitrariedad.


Primero, quiero manifestar al señor Senador que debe entender que cuando un Gobierno desea legislar, normalmente lo hace a través de sus Parlamentarios y no por medio de los de la Oposición. Es una norma razonable.


En segundo término, di una explicación clara y precisa desde un comienzo en cuanto a que ésta era una materia que había salido a la luz; que el Gobierno se había preocupado de ella; que tomó contacto con los Parlamentarios de la Región, y que analizó la manera de resolverla, llegando a la conclusión de que ello fuera mediante moción Parlamentaria, a la cual el Gobierno le daría patrocinio. En eso, por supuesto, no participó el Parlamentario de Oposición, si bien, por lo que se ha visto, se encontraba preocupado del asunto. Y es así como el texto presentado por el Diputado no correspondía a lo que el Gobierno quería, y a lo que debía aprobarse. El señor Diputado presentó un proyecto parecido, pero distinto al presentado en el Senado, el que —repito— corresponde a lo que el Gobierno desea para resolver el asunto. De ahí que el martes en la Sala de la Cámara de Diputados, viéndose que la iniciativa aprobada en Comisiones no correspondía a la real solución del problema, se la rectificó considerando lo ya redactado y aprobado por el Senado en la Comisión.


Por consiguiente, no ha habido ni hay ninguna intención de discriminar, sino una lógica de trabajo de Gobierno, el cual, por lo demás, no tenía por qué saber que el Diputado señor Coloma presentaría el proyecto. De modo que...

El señor LARRAÍN.— ¿Me permite una interrupción, señor Senador?
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— ... si queremos buscar una fórmula del tipo señalado, personalmente vuelvo a la norma reglamentaria, y se trata el proyecto despachado por la Comisión en el Senado, con el carácter de “suma urgencia”. Aprobémoslo y que vaya a segundo trámite constitucional, si se quiere seguir por ese camino de realizar afirmaciones que ponen en duda la transparencia y veracidad que he querido dar al tema. Apliquemos, entonces, estrictamente el Reglamento. Pero, por el contrario, lo que yo hice fue plantear desde un comienzo la necesidad de refundir ambos textos, a fin de lograr el buen resultado. Sin embargo, no quiero ni permito que por la vía de una intervención se empiece después a enturbiar la manera de proceder en esta materia. Eso es para mí inaceptable.
El señor LARRAÍN.— Pido la palabra, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor LARRAÍN.— Señor Presidente, sólo señalé algo que el Senador señor Zaldívar finalmente ha afirmado, tocante a que aquí no ha habido un tratamiento parejo a Parlamentarios, sino que ha dependido de su relación con el Gobierno. Y ello no me parece adecuado. Porque aquí lo que importa es que la legislatura se utilice para resolver los problemas de la gente y no para trabajar en forma discriminatoria según el color político, cuando, en realidad, se trata de un mismo problema y se le está buscando una solución. Porque es un asunto tanto del Parlamento como del Ejecutivo, que no advirtieron un error en la tramitación de la iniciativa.


No he querido alterar el asunto, porque me parece que la solución que el propio Senador señor Zaldívar planteó de fusionar los proyectos en torno al de la Cámara de Diputados es la correcta, y es lo que debe hacerse.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor   Mc-Intyre.
El señor MC-INTYRE.— Señor Presidente, me preocupa lo que ocurra con Talagante, y haré mi proposición al respecto.


Tocante a la presentación simultánea de iniciativas, tengo antecedentes de que hay alrededor de 10 a 15 proyectos sobre el mismo tema en la Cámara de Diputados, y que incluso en el Senado ocurre algo semejante. Entonces, para evitar los problemas que ahora enfrentamos, debemos verificar qué ha pasado y tratar de determinar en qué instancia deben fundirse los proyectos en uno solo. Repito que dispongo de bastantes antecedentes, que haré llegar a la Mesa, porque me parece necesario buscar una solución definitiva a este asunto.


Respecto del caso de Talagante, en la Comisión de Transportes se encuentra en este instante pendiente también el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados. De modo que si bien es cierto que todos aprobaremos la línea general, porque estamos preocupados de la materia —al parecer, no existe la menor duda de ello— y escuchamos al Senador señor Andrés Zaldívar, también se debe oír a dicha Comisión. Así que vale la pena enviarle para una segunda discusión el proyecto en debate, para que estudie ambas iniciativas. Y antes de que expire el plazo, el 24 de junio, tendremos ley en esta materia. No creo conveniente aprobar ahora en la Sala un proyecto estando pendiente otro en la Comisión respecto al mismo tema.


Por lo tanto, sugiero segunda discusión para esta iniciativa.
El señor VALDÉS (Presidente).— Señores Senadores, aquí se ha invocado a Salomón, quien salvó al niño sin preocuparse demasiado —según la historia— de cuál era el padre o la madre, pues el problema era el niño.


Ahora, quiero saber si hay una palabra que cambia mucho el sentido del texto de ambos proyectos. Entiendo que son prácticamente iguales, de manera que pueden fusionarse. Las autorías no interesan y corresponde al celo Parlamentario atender necesidades de las respectivas circunscripciones. No veo, entonces —excúseme, Su Señoría—, necesidad de volver a Comisión el proyecto en debate. Si se está de acuerdo en lo que se pretende, y si la iniciativa consta de un artículo único, podemos aprobarla.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Señor Presidente, quiero señalar al Senador señor Mc-Intyre que la materia ya fue analizada por esa Comisión, que estudió el mismo texto que ahora pasaría a ella, el que corresponde también al acogido por la Cámara de Diputados.


Por lo tanto, lo que considero que procedería en la línea de lo planteado, esto es, con respecto a buscar una solución al problema, no apunta tanto a si se refunde un proyecto con otro, sino a aprobar el texto de la Cámara de Diputados, entendiendo que es el mismo del Senado, que se trata de una misma iniciativa.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Errázuriz.
El señor ERRÁZURIZ.— Señor Presidente, quiero apoyar lo planteado por el Senador señor Zaldívar.


Me parece que las autorías carecen de importancia, pues los verdaderos autores son el pueblo que nos eligió. En consecuencia, lo que corresponde es avanzar lo más rápido posible. Y como existen varios otros proyectos en igual situación, me permito sugerir también que en reunión de Comités establezcamos una fórmula para avanzar con celeridad cuando las autorías vienen de dos Senadores y se trata de proyectos similares, o cuando se encuentran en la Cámara de Diputados y también en el Senado.


Pero concretamente, en este caso, aprobemos el proyecto y después ambos quedan refundidos.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Díez.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, creo que lo que procede es solicitar la unanimidad de la Sala para retirar de la tabla el proyecto del Senado y poner en su reemplazo la iniciativa de la Cámara de Diputados, y aprobarla. Porque, si no lo hacemos así, tendremos siempre un enredo legislativo. Nosotros deberemos pronunciarnos...
El señor MC-INTYRE.— Su Señoría tiene razón.
El señor DÍEZ.— ...sobre el proyecto de la Cámara de Diputados. Y si ambas iniciativas son iguales, y una ya cumplió con su primer trámite, para apurar la solución al problema que a todos tanto nos parece interesar, lo lógico y reglamentario es proceder de la forma que señalo.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Señor Presidente, lo que indica Su Señoría no procede.
El señor HAMILTON.— Pido la palabra.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor HAMILTON.— Señor Presidente, seré muy breve. 



Creo que estamos dedicando mucho tiempo a un proyecto respecto del cual hay acuerdo, y el Senador señor Andrés Zaldívar ha tenido la generosidad de renunciar a su autoría, para acoger e texto aprobado por la Cámara, originado en moción del Diputado señor Coloma.


A mi juicio, la solución es muy simple: aprobar la iniciativa e incorporar la redacción que viene de la otra rama del Congreso, lo que permitiría...
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Es el mismo texto.
El señor HAMILTON.— ...un despacho inmediato. De ese modo, quedaría reconocida la paternidad de ambos señores Parlamentarios al respecto y —lo más importante— se resolvería el problema que afecta a Talagante.
El señor VALDÉS (Presidente).— Considero que el debate no da para más. La proposición del Senador señor Hamilton parece muy razonable, por tratarse de una misma norma. Además, ya se aprobó la idea de legislar, el proyecto fue analizado por la Comisión y la urgencia ha sido calificada de “suma”.



Si hay acuerdo, se pueden refundir ambas iniciativas.

El señor SULE.— Pido la palabra. 

El señor HORMAZÁBAL.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Sule.

El señor SULE.— Sugiero no perder más tiempo, pues lo importante es despachar el proyecto. Reglamentariamente, el problema se puede resolver de la siguiente manera: aprobar la iniciativa que está en tabla y, por unanimidad, acordar darle el contenido de la de la Cámara.

El señor HAMILTON.— Eso es lo que propuse, Honorable colega.

El señor SULE.— Perdón, señor Senador. Estaba hablando con el señor Presidente sobre eso mismo. En todo caso, me alegro mucho de coincidir, una vez más, con Su Señoría.

El señor LARRAÍN.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Sí, señor Senador.

El señor LARRAÍN.— Lo sugerido precedentemente significaría que el proyecto del Senado, que está en primer trámite constitucional, debiera pasar a la otra rama del Congreso, lo que parece absurdo.



No negamos su autoría a nadie, porque las cosas obedecen a una realidad, más allá de las formalidades. En el país nadie discute que son autores de una misma iniciativa el Diputado señor Coloma, en la Cámara, y el Senador señor Andrés Zaldívar, en esta Corporación. 

El señor SULE.— Tiene razón, Su Señoría.
El señor LARRAÍN.— Eso no está en discusión. De lo que se trata es de resolver un problema práctico. Y pareciera que la fórmula que evita un trámite adicional e innecesario es la propuesta por el Honorable señor Díez.


Repito: no se está cuestionando la paternidad de la iniciativa, y de lo que se trata es de sacar a ésta adelante, por lo cual pido al Senado prestarle la unanimidad.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Hormazábal.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, me parece que está claro el espíritu con el que la Sala desea legislar en esta materia y el propósito de hacerlo de manera rápida. Para esos efectos, nos ahorraríamos un trámite si se pudiera aprobar por consenso, como indicación, lo propuesto por la Cámara, que presenta diferencias mínimas de redacción respecto del texto del Senado.
El señor CANTUARIAS.— Entonces, aprobemos el texto de la Cámara.
El señor LARRAÍN.—¿Por qué no?
El señor HORMAZÁBAL.— Ella puede incluir el proyecto en la tabla de Fácil Despacho y tratarlo rápidamente, sin mayor obstáculo y dentro del plazo establecido. Y, así, se recoge la intención positiva dada a conocer por el Diputado señor Coloma. Creí que esto era acogido por quienes habían aparecido aceptando antes un punto de vista distinto. De haber inconvenientes, propongo dejar en suspenso el tratamiento del proyecto, mientras los autores de estas iniciativas buscan una solución, y seguir con el orden de la tabla,...
El señor HAMILTON.— No, señor Presidente.
El señor HORMAZÁBAL.— ...para no continuar debatiendo el asunto.


Nosotros queremos que se vote la iniciativa originada en moción del Senador señor Andrés Zaldívar, aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Transportes, señores Cooper (Presidente), Fernández, Hamilton, Otero y Ruiz (don José), que es la que está en tabla. Pero, si el interés es facilitar el trámite, que se busque una solución en ese sentido. Porque, como señalé, estamos ante un acuerdo unánime de la Comisión, cuyo informe revisé, y lo que corresponde es apurar una definición al respecto.

El señor VALDÉS (Presidente).— Mi obligación es poner en votación el proyecto que está en tabla, cuya urgencia ha sido calificada de “suma” y fue informado favorablemente por la Comisión respectiva. Eso es lo que se debe hacer. Y como hay uno similar aprobado por la Cámara de Diputados, se trata de evitar un tercer trámite constitucional. En eso estamos. Es un problema de imaginación y de buena voluntad. Pero no volvamos, subrepticiamente, a pensar que una rama del Parlamento predomina sobre la otra, pues lo que interesa es la aprobación de la iniciativa, cuyos autores son conocidos, según lo que se ha publicado en la prensa; todo lo demás es secundario.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.— Señor Presidente, el autor de la iniciativa que nos ocupa sugirió fusionar ambos proyectos. A mi juicio, lo propuesto por Su Señoría impide que la fórmula del Senador señor Andrés Zaldívar se materialice. Y mi deseo es ver qué voluntad real existe para concordar una salida que evite un tercer trámite. Eso es lo que debemos dilucidar, antes de seguir buscando caminos laterales.



Insisto en que no está en cuestión la autoría de la norma. Sería mezquino plantearlo así, y ello no se ha hecho.



Por eso, sugiero buscar una fórmula razonable que evite un nuevo trámite, porque no se aprecian diferencias de fondo entre las dos iniciativas.

El señor HAMILTON.— ¿Me permite, señor Presidente?



Deseo reiterar la proposición que hice, en el sentido de aprobar el proyecto y cambiar el texto de la Comisión por el de la Cámara, que es ligeramente distinto, pero con el mismo contenido.

El señor HORMAZÁBAL.— Igual habrá otro trámite.

El señor MC-INTYRE.— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor MC-INTYRE.— Señor Presidente, en mi opinión, el problema debe resolverse ahora, si estamos todos de acuerdo.



Al parecer, la solución es mucho más sencilla: en caso de no haber unanimidad, pediré segunda discusión, y en la Comisión haremos lo que no se ha podido lograr en la Sala.

El señor VALDÉS (Presidente).— Creo que estamos tan cerca del acuerdo, que un nuevo trámite de Comisión demoraría excesivamente el despacho del proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.— Señor Presidente, sugiero recabar la unanimidad de la Sala para evitar un nuevo trámite de Comisión y tratar de fusionar el proyecto de la Cámara con el del Senado, a fin de llegar a un solo texto. Es lo que corresponde.



Por otro lado, el Senador señor Andrés Zaldívar, con razón, quiere dejar constancia, en cierto sentido, de su autoría, la cual ha quedado absolutamente clara en el transcurso del debate. El hecho de acoger la redacción de la Cámara no significaría una disminución del reconocimiento que le corresponde por haber presentado la moción en el Senado.



En consecuencia, esclarecido lo anterior y por la generosidad con que el señor Senador expuso su criterio, la cual recojo, le pido sumarse a mi planteamiento, por el bien de Talagante y por el éxito del proyecto. Acordemos, por consenso, tratar el proyecto de la otra rama del Congreso y aprobémoslo, con lo que se evitará un nuevo trámite constitucional. Cualquiera otra fórmula obligará a un trámite adicional, y la generosidad de Su Señoría puede contribuir a adoptar el procedimiento que estoy proponiendo. Se lo pido formalmente.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Señor Presidente, con relación a las palabras del Honorable señor Senador que me precedió, quiero decir que no se me puede pedir ser generoso, porque lo he sido desde un comienzo. Donde encontré posiciones un poco mezquinas —puede que el término resulte duro— fue en una intervención de Su Señoría después de que formulé una proposición en el mismo sentido de la que planteó recién, a la que me pide sumarme en un acto de generosidad. Eso, en primer lugar.



Segundo, el señor Senador tampoco me escuchó cuando dije que éste no era un problema de autoría —al respecto, conté lo que había sucedido, que era la verdad—, y ahora señala que el debate ha sido bueno, porque he logrado dejar constancia de mi paternidad de la iniciativa.



Reitero: no me interesa la autoría, sino la solución del problema que afecta a determinado sector de la población. A lo mejor, mi Honorable colega ha hecho tales afirmaciones sin ninguna intención, pero debo asumirlas y responderlas.



Su Señoría insinuó, además, que habría habido aprovechamiento político, en el sentido de utilizar la calificación de la urgencia en favor de una moción presentada por un Parlamentario de Gobierno y no dar el mismo tratamiento a otra de la Oposición. Ya expliqué el motivo por el cual ocurrió así; no guardé secreto al respecto. Y —repito— no ha habido, ni hay, aprovechamiento ni sectarismo político.



No obstante, sigo insistiendo —y creo en lo que afirmo— en que lo importante es que haya ley sobre la materia. Como lo propuse en mi primera intervención, hagamos de ambos textos un solo proyecto, aprobémoslo, entendiendo que con ello se cumple el segundo trámite, y solucionemos el problema que afecta a Talagante.



Dejo constancia de que ésta es la posición que planteé anteriormente —la cual no implica, por lo tanto, ser generoso porque en este momento alguien lo pidió— y de que la generosidad, apertura y transparencia que he querido demostrar durante la tramitación de la iniciativa, e incluso, en conversaciones sostenidas con el Diputado señor Coloma, no han tenido la debida correspondencia en las afirmaciones hechas en esta Sala en el transcurso del debate.

El señor VALDÉS (Presidente).— En estas condiciones, y por lo que se ha dicho, no veo que se pueda llegar a una solución, caso en el cual cobraría valor la idea de la segunda discusión, a fin de que la iniciativa se trate el martes próximo.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Si me permite, señor Presidente, he expuesto una solución que puede aplicarse por la unanimidad de la Sala: refundir el texto de la Cámara con el del Senado y entender que se ha cumplido el segundo trámite constitucional, con lo cual el proyecto quedará despachado.

El señor LARRAÍN — Así es.

El señor VALDÉS (Presidente).— ¿Habría acuerdo?

El señor ERRÁZURIZ.— Hay unanimidad, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Los textos son ligeramente distintos.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).— Habría que aprobar el de la Cámara.



—Así se aprueba, por unanimidad, y queda despachado en general y en particular el proyecto.

El señor LARRAÍN.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Sí, señor Senador.

El señor LARRAÍN.— Deseo agradecer al Honorable señor Andrés Zaldívar por lo que ha hecho y pedirle que no interprete mal mis palabras, que no iban dirigidas hacia su persona. Y si le han molestado, le doy excusas, pues constituían, más bien, una crítica política al Gobierno. Es un distingo que vale la pena hacer.

El señor VALDÉS (Presidente).— Creo necesario felicitar a los habitantes de Talagante por los Parlamentarios, tan dedicados, que los representan. Es un ejemplo para todos nosotros, que trataremos, también, de tener servicio de telefonía local en todo Chile.

CREACIÓN DE ESCUELA JUDICIAL

El señor VALDÉS (Presidente).— Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea la Academia Judicial, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y con urgencia calificada de “simple”.



Se encuentra presente en la Sala la señora Ministra de Justicia.



—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 10ª, en 12 de noviembre de 1992.



En tercer trámite, sesión 12ª, en 10 de mayo de 1994.



Informes de Comisión:



Constitución, sesión 37ª, en 30 de marzo de 1993.



Hacienda, sesión 37ª, en 30 de marzo de 1993.



Constitución (segundo), sesión 7ª, en 19 de octubre de 1993.



Constitución (tercer trámite), sesión 5ª, en 14 de junio de 1993.



Discusión:



Sesiones 51ª, en 12 de mayo de 1993 (se aprueba en general); 8ª, en 20 de enero de 1993 (se despacha en particular).

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La Comisión deja constancia en su informe de los acuerdos que ha tomado respecto de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al texto despachado por el Senado, algunas de ellas de importancia y otras meramente formales.

El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión el proyecto.

El señor DÍEZ.— Pido la palabra.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor DÍEZ.— Señor Presidente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento analizó cuidadosamente la iniciativa en largas sesiones y adoptó por unanimidad sus acuerdos, salvo en un caso.



Aceptó, en general, las enmiendas de la Cámara Baja, con varías excepciones. En primer lugar, no fue partidaria de incorporar entre los objetivos de la Academia Judicial el de la extensión, por estimar que en los primeros años debe dedicarse precisamente a programas de capacitación en el ámbito del Poder Judicial y no a funciones que ya están cumpliendo las universidades y otros organismos.



También se rechazó la idea de publicar la nómina de las donaciones, en atención a que muchos prefieren hacerlas privadamente, y porque, tratándose de la Academia Judicial, no es conveniente dar a conocer en todo el país la identidad de quienes las realizan.



Se rechazó, igualmente, la supresión del objetivo fundamental que especifica el proyecto del Senado, el cual, aunque está mencionado en muchos artículos del texto de la Cámara de Diputados, parece adecuado dejarlo establecido en un solo precepto, para señalar con claridad que su principal misión es capacitar, formar, preocuparse de las condiciones éticas y culturales; establecer experiencias, destrezas y prácticas de los jueces, subrayando la importancia que tiene la práctica, no sólo la doctrina, en los programas de la Academia.



La Comisión desechó también otros artículos, no por estar en desacuerdo con su contenido, sino por estimar que la redacción empleada es, en algunos casos, defectuosa, y en otros omite ciertas circunstancias. Ello sucede, por ejemplo, con el que exige cursos de práctica para ascender a ministro de Corte sin considerar la posibilidad de que no haya cupo en ellos, y con una  serie de casos en que las imperfecciones de redacción pueden originar situaciones injustas. La finalidad de proponer a la Sala el rechazo de esos preceptos, tiene por objeto dar la oportunidad de redactarlos en forma que corresponda a la idea de fondo.



En general, los acuerdos se adoptaron por unanimidad en la Comisión, salvo el relativo al artículo 5º del texto sustitutivo de la Cámara de Diputados, el que se aprobó por tres votos (de los Honorables señores Sule, Zaldívar y del que habla) contra dos (de los Honorables señores Larraín y Fernández). El precepto decía relación a la participación como posible Director de la Academia Judicial de ex magistrados del escalafón primario del Poder Judicial. La Cámara exige únicamente que sea un abogado que haya ejercido la docencia universitaria durante cinco años. La mayoría de la Comisión estimó que eso era suficiente, porque no excluye a los abogados que hayan sido jueces; pero sí les impone el requisito de una experiencia docente de por lo menos cinco años en una universidad, en circunstancias de que numerosos ministros de la Corte Suprema, mantienen vinculación con la universidad desde la época en que eran ministros de la Corte de Apelaciones. Se consideró conveniente, en el aspecto pedagógico y didáctico, dar preferencia a la calidad de profesor universitario, sin establecer una categoría separada para los jueces y dejar a los magistrados en la misma condición que todos los abogados.


Fue el único artículo que se aprobó por votación dividida.
El señor SULE.— Se trataba sólo de un inciso, señor Senador: del primero.
El señor DÍEZ.— Así es, eso ocurrió únicamente en el inciso primero del artículo 5o.


En general, el proyecto responde fielmente (con algunas modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, que están correctamente planteadas en los aspectos de redacción, ubicación y concepto) al que el Senado despachó en el primer trámite constitucional, luego de aprobar el segundo informe que nuestra Comisión de Constitución preparó con participación del señor Ministro de Justicia y de los asesores de esa Secretaría de Estado, el cual consideró muchas de las observaciones que formuló la Corte Suprema, con la diferencia de que la Academia no será un organismo subalterno del Poder Judicial, sino que tendrá personalidad propia. Aunque estará presidida por el Presidente de la Corte Suprema y su Consejo Directivo, integrado por mayoría de ministros de Corte, la entidad dispondrá de relativa independencia para fijar sus programas, elegir a sus profesores, así como también en otras materias.


Esta iniciativa, que está a punto de ser aprobada y transformada en ley, porque las dificultades que deberá resolver la Comisión Mixta van a ser más formales que de fondo y estará en condiciones de promulgarse en algunos días, es la primera de una serie de seis proyectos matrices sobre reforma judicial que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado convino con el anterior Presidente de la República señor Aylwin, personalmente, en que su tramitación comenzaría aquí, aun la de aquellos que se encontraban en la Cámara de Diputados.


Como digo, éste es el primer fruto de ese acuerdo, por el cual el estudio de estas materias se iniciará en el Senado, participando el Ministerio de Justicia y un asesor especial contratado por éste: el ex Decano de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad Diego Portales, don Jorge Correa, cuyo aporte ha sido realmente valioso en la sistematización y en la investigación de estos temas.


Me agrada mucho, como Presidente de la Comisión, señalar que esta iniciativa de ley corresponde a la lógica del pensamiento sobre reforma judicial que nosotros estamos impulsando: dar importancia a la capacitación de los miembros del Poder Judicial, tanto de los que ingresan cuanto de los que pasan de la categoría de juez a ministro de Corte de Apelaciones, y, también, a la idea básica de que la Academia Judicial no será realmente una universidad, ni una escuela más.


La forma normal de operación consistirá en ir determinando cuáles son las necesidades de destreza o de conocimientos de los miembros de nuestros tribunales; y someter a licitación pública los cursos o las prácticas que se deban hacer, a fin de que sean las universidades, fundaciones y entidades privadas las que concursen para adjudicárselos. Las horas de práctica o los cursos serán indispensables para ingresar y para ascender en la carrera judicial.


La diversidad y los cambios del Derecho Moderno; la incorporación de una serie de ideas y de legislaciones que antes no se tenían; la aplicación, a veces muy delicada, de leyes como la de Bases del Medio Ambiente, por ejemplo, hacen necesario no sólo preparar a la judicatura para enfrentarla, sino, además, darle las destrezas para manejar los conceptos fundamentales de esa ley y de las que sobre ella se dicten. Por eso, estos cursos o programas son indispensables.


El trabajo de la Comisión en este proyecto fue muy acucioso y sacrificado, sin importar cuántas horas o días se le dedicaban, y contó con el aporte de muchos señores Senadores que, sin ser miembros de ella, entregaron permanentemente indicaciones e ideas. De manera que en esta labor colaboró gran parte de los Senadores que tienen el título de abogado.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.
El señor GAZMURI.— Señor Presidente, mi intervención sólo tiene el sentido de una consulta a la Comisión.


Entre las modificaciones que se hicieron al texto de la Cámara de Diputados figura la supresión, entre las funciones que podría realizar la Academia, de las actividades de extensión. A primera vista, parece bastante razonable que una entidad de este tipo desarrolle, dentro de sus atribuciones, esa labor, sobre todo, porque la distancia que existe entre los ciudadanos y el Poder Judicial no es uno de los asuntos menores que preocupan a nuestra sociedad. No sé por qué motivo la Comisión —según dice el informe, por acuerdo unánime— suprimió la extensión de entre las funciones que la ley en proyecto encomienda a la Academia.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Díez.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, Comisión estimó unánimemente que no era conveniente permitir a la Academia Judicial realizar actividad de extensión, a fin de que, a lo menos en su etapa inicial, circunscriba sus esfuerzos a la finalidad central para la que se crea: formar a los postulantes interesados en ingresar al escalafón primario y perfeccionar a los miembros del Poder Judicial.


Tuvo presente, además, que existen otras instituciones que pueden realizar en forma idónea actividades de extensión. Sabemos que es difícil, en una etapa inicial, orientar la Academia hacia la práctica y la destreza, y queremos evitar la tentación de que la entidad pretenda adquirir nombre por medio de una labor de extensión en lo que es el conocimiento del público (porque la extensión se dirige hacia el público) de las necesidades judiciales. Eso lo podrá hacer en una etapa posterior; pero, durante la primera, queremos forzar a la Academia a iniciar un camino en el cual no tenemos experiencia; que no es fácil, y en el que deberá elaborar sus programas y formar sus propios profesores. No deseamos que se distraiga en el camino un tanto fácil y cómodo de dedicarse a las labores de extensión.


Ese fue, señor Presidente, el criterio de la Comisión.
El señor GAZMURI.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra la señora Ministra, que la había pedido antes.
La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).— Señor Presidente, me parece razonable el criterio adoptado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, en el sentido de que los esfuerzos originales de la Academia deben tender a capacitar a los jueces y a los funcionarios del Poder Judicial. La circunstancia es atendible. Como expresa en el informe, y como lo ha manifestado su Presidente, al menos en la primera etapa debería dedicarse tan sólo a su función principal.


Sin embargo, frente a la posibilidad que aquí se ha mencionado de corregir la redacción de algunos artículos respecto de los cuales hay pequeños reparos formales, acaso sea factible considerar la inclusión de una norma transitoria para disponer que durante algunos años su único objetivo será la capacitación y la formación de funcionarios del Poder Judicial, y que luego de un período determinado podrá realizar actividad de extensión, tan necesaria no sólo para el resto de la ciudadanía, sino también para que esa corporación pública que se crea pueda generar ingresos propios.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Adolfo Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).— Señor Presidente, quiero complementar y respaldar lo que ha planteado el titular de la Comisión de Constitución, y —quizá— dar respuesta a la consulta del Honorable señor Gazmuri.


La práctica, la experiencia, indican que las facultades de extensión no siempre son bien usadas. Es verdad que, en una primera etapa, lo propio, lo necesario, lo urgente es que nuestra administración de justicia se ponga al día. Hay materias, no sólo de carácter sustantivo sino incluso de tipo procesal, en las cuales advertimos que algo no anda bien.


En consecuencia, debe hacerse un esfuerzo muy grande para mejorar tal condición. Por eso, es mejor que en sus comienzos la Academia se dedique prioritariamente a lo que es propio de la formación de todos los miembros del Poder Judicial.


Ahora, la extensión es una actividad más afín con las universidades. Ellas tienen mucho más experiencia, mayor campo, más tiempo, más posibilidades de cumplirla. Creo que entregar esa labor hoy día a la Academia sería contraproducente para la satisfacción de una necesidad muy imperiosa que tiene nuestra judicatura.
El señor VALDÉS (Presidente).— Respecto de la proposición formulada por la señora Ministra, debo hacer presente que, como el proyecto se encuentra cumpliendo su tercer trámite, no puede ser objeto de indicaciones, ni modificarse.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, como hemos planteado rechazar las funciones de extensión propuestas por la Cámara de Diputados, evidentemente el respectivo artículo estará sujeto a revisión por la Comisión Mixta. Allí podremos analizar la sugerencia de la señora Ministra, en orden a dejar esa actividad para unos años más, cuando la Academia haya encontrado y creado su propia tradición de trabajo. Porque la preocupación fundamental de nuestra Comisión es establecer como tradición de trabajo la formación de los jueces.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.
El señor FERNÁNDEZ.— Señor Presidente, participo de lo que se ha planteado aquí, en cuanto a que el objetivo de la Academia Judicial es el perfeccionamiento de los jueces y no labores de extensión, que son completamente ajenas a ese objetivo, más aún si existen numerosas universidades e institutos que cuentan con personal calificado y con los medios suficientes para tal efecto. Creo que no corresponde a una entidad de esta naturaleza abocarse a una función de ese tipo. Y en esto debemos ser extraordinariamente cuidadosos, por cuanto la tentación de aparecer desarrollando una labor de extensión, que normalmente es muy vistosa y se vincula con la comunidad, podría significar que la Academia no cumpla con su tarea central y fundamental, cual es la formación de los jueces, que es la razón de ser de esta ley. Por eso, como existen otros organismos dedicados a la extensión en la materia, no se justifica dicho planteamiento.


Ahora bien, en cuanto a la posibilidad de establecer un plazo en tal sentido, debo manifestar que no soy partidario de fijarlo ahora, sino en su oportunidad. Si la Academia ha cumplido sus objetivos y surge la necesidad de que haga extensión, en ese momento el Ejecutivo o quien corresponda podrá presentar un proyecto de ley sobre el particular. Pero determinar de antemano un plazo, es algo que contradice la esencia de la labor de extensión.


Por eso, señor Presidente, lo mejor es aprobar el informe en los términos propuestos por la unanimidad de la Comisión. Porque —como dije— la actividad de extensión pueden cumplirla numerosas organizaciones, instituciones y personas, tanto naturales como jurídicas. Y más aún, no corresponde al objetivo de la Academia Judicial.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Sule.

El señor SULE.— Señor Presídeme, participo de la idea de aprobar por unanimidad el informe en la forma como lo hizo la Comisión de Constitución, salvo el inciso que dice relación a los requisitos que habilitan para desempeñar el cargo de Director de la Academia y que no afecta la naturaleza de la institución que se viene creando.



En cuanto a la labor de extensión, evidentemente aquí se podrá dejar constancia de lo que se desee por parte de cada señor Senador o de la señora Ministra de Justicia. Y quien esté interesado en transformar la Academia en una institución de otro carácter puede seguir sustentando su tesis en la Cámara de Diputados y en la Comisión Mixta. Pero de ninguna manera representa un pensamiento mayoritario —por lo menos, el mío no— el hecho de que la Academia desempeñe otras funciones. Si exageramos las cosas, si le otorgamos la facultad de hacer extensión, puede crear el curso de abogado, lo cual significará contar con una plétora mucho más numerosa de profesionales, perjudicando a la gran mayoría de jóvenes que estudian, incluso a los funcionarios que actualmente ejercen determinadas labores.



En más de alguna oportunidad he dicho que los problemas sociales que enfrentaremos en el futuro serán las manifestaciones de abogados y de otros profesionales que, con pancartas, pondrán de relieve su dificultad de acceder a fuentes de trabajo.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.— Simplemente, quiero adherir también al criterio de la Comisión, que reviste debida justificación. Este es un tema que, como tal, se viene discutiendo hace muchos años y que se hallaba pendiente en la modernización de la justicia, pero que, felizmente, está llegando a buen término. Es imperioso que exista la Academia Judicial, porque es la única forma de actualizar la preparación de nuestros jueces para el debido cumplimiento de sus funciones. Las tareas que en este sentido puedan realizar las universidades serán complementarias e, incluso, podrían ayudar a desahogar la labor de aquélla, pero no  pueden asumir la actividad de perfeccionamiento de los magistrados, que es el objetivo central de la institución que se viene creando.



Pensar, a la inversa, que es factible que la Academia Judicial desarrolle tareas que hoy corresponden a las universidades en sus numerosas facultades de Derecho, creo que es un contrasentido, al menos al inicio de sus actividades. Y considero que la creación de la Academia se justifica plenamente, por cuanto en los próximos años, durante un tiempo que hoy no es posible determinar, deberá cumplir una tarea de gran envergadura.


Ciertamente, como todas las instituciones nuevas, la Academia, con el tiempo, deberá ser sometida a evaluación. Y, de hecho, en cinco, ocho o diez años más, las autoridades del Ministerio de Justicia, junto con las del Poder Judicial, y, desde luego, los propios Parlamentarios deberán hacerla. Ahí se verá si es conveniente o no asignarle nuevas funciones. Pero otorgárselas ahora sería darle, desde ya, un carácter distinto al objetivo con que fue creada y que hace justificable esta iniciativa.


Por eso, creo que es prudente que en esta materia mantengamos el criterio adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Constitución.


Finalmente, quiero referirme a un punto donde no hubo unanimidad, referente a los requisitos que debe reunir el Director de la Academia para ser nombrado. El artículo 6o del proyecto del Senado establecía que tal designación debía recaer en un abogado que haya desempeñado, por no menos de diez años, una cátedra de derecho en alguna facultad de esa disciplina o —es decir, alternativamente— que haya pertenecido a la primera, segunda o tercera categorías del Escalafón Primario del Poder Judicial y haya figurado en una lista de mérito durante los últimos cinco años. Pero la Cámara de Diputados optó por una fórmula que no permite que pueda ser Director quien, perteneciendo al Poder Judicial y habiendo sido un magistrado destacado, carezca de experiencia docente. Vale decir, sólo es posible que ocupe ese cargo un académico que, además de haberse desempeñado como juez, haya desarrollado una carrera judicial, pero no así un magistrado sin experiencia académica, aunque tenga una larga trayectoria judicial. 



Señor Presidente, me parece que ésta es una limitación indebida e injustificada que perjudica enormemente el progreso de la Academia Judicial. Creo que con esa exagerada preeminencia de la labor docente estamos deformando la función que debe cumplir el Director. Hay muchas personas —y de hecho todo el país lo sabe— con larga trayectoria en el Poder Judicial pero sin experiencia académica que, sin embargo, se desempeñan posteriormente en diversas actividades profesionales con mucho éxito. Pienso que el conocimiento que da el haberse desempeñado por muchos años en el Poder Judicial es lo que permite saber cuáles son los aspectos de capacitación y de perfeccionamiento que se requieren para que la Academia cumpla adecuadamente su objetivo.


En ese sentido, sin lugar a dudas el texto aprobado originariamente por el Senado es superior a la modificación que introdujo la Cámara de Diputados, la cual, no obstante, fue aprobada por mayoría en la Comisión.


Ojalá que la Sala pueda revisar el tema. Pido, por lo tanto, votación respecto de este punto específico.



He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Así se hará, señor Senador.

El señor HAMILTON.— ¿Me permite, señor Presidente?



Sugiero que se aprueben todas las enmiendas que fueron recogidas por unanimidad en la Comisión y que sólo se vote aquella en la cual hubo discrepancias. De esa manera despacharíamos de inmediato el proyecto.

El señor GAZMURI.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor GAZMURI.— Solamente para decir que lamento discrepar de la ilustrada opinión unánime de los miembros de la Comisión en cuanto a las actividades de extensión que puede desarrollar la Academia, por dos razones. En primer lugar, se ha dado un argumento en el sentido de que al comienzo de sus actividades debe dedicarse a su función principal. Estoy de acuerdo en que la formación y el perfeccionamiento del personal del Poder Judicial no obsta a que introduzcamos esta disposición. Estamos estableciendo la ley de la Academia y no de su programa de trabajo. No corresponde que hagamos eso acá. Por lo tanto, el planteamiento en orden a que es una función que no es bueno que se realice en las primeras etapas es un problema que debe resolver la Academia. Aquí estamos abocados a consagrar una ley de carácter permanente.



En segundo lugar, desde un punto de vista más sustantivo, creo que las funciones de extensión, sea que se lleven a cabo al principio o más adelante, tienen alguna vinculación con el buen desarrollo de las actividades académicas. No son dos cuestiones completamente desligadas en la medida que ponen a los institutos académicos en relación con su medio, fuere intelectual o social. Eso normalmente enriquece a las instituciones que cumplen tareas de formación, sobre todo en un sistema como el judicial, que se caracteriza por un excesivo hermetismo respecto de las demás entidades y de la sociedad.



En síntesis, hay razones formales y de fondo que me inducen a no votar favorablemente la proposición de la Comisión en ese punto. Hago el alcance para que de ello quede constancia en el momento de la votación.

El señor VALDÉS (Presidente).— ¿Habría acuerdo para aprobar el informe de la Comisión de Constitución, con el voto en contra del Senador señor Gazmuri respecto del inciso primero del artículo 2º del Senado?



Acordado.



—Se aprueba el informe de la Comisión, salvo el inciso primero del artículo 6º (Artículo 1º del Senado: se aprueba su supresión; artículo 2º del Senado, artículo 1º de la Cámara de Diputados: se rechaza la sustitución del inciso primero y se acoge el reemplazo de una oración en el inciso segundo; artículo 3º del Senado, artículo 2º de la Cámara de Diputados: se acepta la modificación que recae en el encabezamiento, del inciso primero, se aprueba la que incide en la letra a), se rechaza la que recae en la letra e), se acoge la que reemplaza las letras f), g) y h), se acepta la que incide en el inciso tercero y se aprueba la que agrega un inciso final, nuevo; artículo 4° del Senado, 3º de la Cámara de Diputados: se aprueban las que inciden en los números 1, 3, 5, 6, 7, 9,10 y 11, y se rechaza la que agrega un número 12, nuevo; artículo 5º del Senado, artículo 4º de la Cámara de Diputados: se aprueban todas las modificaciones; artículo 6º del Senado, artículo 5º de la Cámara de Diputados: se acoge el texto sustitutivo (menos el inciso primero que se votará separadamente) propuesto para este precepto, con excepción de su inciso final que se rechaza; artículo 7º del Senado, artículo 6º de la Cámara de Diputados: se aceptan todas las enmiendas; artículo 8º del Senado, artículo 7º de la Cámara de Diputados: se rechazan todas las modificaciones; artículos 9º y 10 del Senado: se aprueba la supresión de estos preceptos, incluido su Título; se acoge la que incide en el Título IV del Senado, Título III de la Cámara de Diputados; artículo 11 del Senado, artículo 8º de la Cámara de Diputados: se rechaza su sustitución; artículo 12 del Senado, artículo 9° de la Cámara de Diputados: se aceptan todas las enmiendas; artículo 13 del Senado, artículo 10 de la Cámara de Diputados: se rechaza su reemplazo; artículo 14 del Senado, artículo 11 de la Cámara de Diputados, se rechaza su sustitución; artículo 15 del Senado: se acoge su supresión; artículo 16 del Senado: se rechaza su eliminación; se aprueba la que incide en el Título V del Senado, Título IV de la Cámara de Diputados; artículo 17 del Senado, artículo 12 de la Cámara de Diputados: se acoge su sustitución; se aprueba la que consulta un Título V, nuevo; artículo 18 del Senado, artículo 13 de la Cámara de Diputados: se acepta la enmienda a este precepto; artículo 19 del Senado, artículo 14 de la Cámara de Diputados: se rechaza su reemplazo; artículo 20 del Senado, artículo 15 de la Cámara de Diputados: se acoge su sustitución; artículo 21 del Senado, artículo 16 de la Cámara de Diputados: se aprueba su reemplazo; artículo 22 del Senado, artículo 17 de la Cámara de Diputados: se acepta su sustitución; artículos 18 y 19, nuevos, de la Cámara de Diputados: se acoge el artículo 18, nuevo, y se rechaza el artículo 19, nuevo; artículo 23 del Senado, artículo 20 de la Cámara de Diputados: se aprueba la modificación que incide en su inciso primero y se rechaza la que agrega un inciso final, nuevo; y artículo 21, nuevo, de la Cámara de Diputados: se aprueba).

El señor VALDÉS (Presidente).— En seguida, corresponde pronunciarse respecto del inciso primero del artículo 6º, que fue la única norma que la Comisión no aprobó por unanimidad y cuyo alcance ya fue explicado por el Senador señor Larraín.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).— ¿Me permite, señor Presidente? Pienso que sería conveniente reiterar el criterio de la mayoría de la Comisión, que es distinto del del Honorable señor Larraín.

El señor VALDÉS (Presidente).— Ya se dieron argumentos. No sé si Su Señoría quiere agregar algo más.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).— Señor Presidente, deseo respaldar el planteamiento de la Cámara de Diputados y en parte lo que señaló el Presidente de la Comisión de Constitución, en el sentido de que lo mejor es establecer como requisito para ser Director la experiencia docente, porque se trata de quien va a dirigir una Academia, y deberá tener también conocimientos en Derecho y en una serie de otras disciplinas, y no sólo práctica judicial. Si además este académico es magistrado de los Tribunales Superiores de Justicia, mucho mejor. Quizás sería lo óptimo. En todo caso, creemos que la razón fundamental es que sea académico. Ojalá que sea un juez. Hay excelentes magistrados, tanto en la Corte de Apelaciones como en la Corte Suprema, que han ejercido la docencia en varias facultades de Derecho. Por eso, no vemos fundamento a la argumentación de la minoría en la Comisión.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).— Señor Presidente, sólo deseo reafirmar que para el Gobierno resulta relevante el hecho de que el Director de la Academia sea precisamente una persona con experiencia académica. Y ello tal como se ha dicho en el Senado, no obstaculiza de manera alguna el hecho de que pueda ejercer el cargo quien se haya desempeñado como ex magistrado o ex ministro de la Corte de Apelaciones o de la Corte Suprema.



Gracias, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.
El señor FERNÁNDEZ.— Señor Presidente, en la Comisión concurrí al rechazo de la modificación introducida por la Cámara de Diputados, por cuanto aquí estamos tratando de determinar quién ocupará el cargo de Director de la Academia Judicial, y precisamente lo que se está haciendo es negar la posibilidad de acceder a él a quienes forman parte del Poder Judicial, salvo si cumplen con el requisito de ser docentes. En cambio, se privilegia otro aspecto, que, siendo importante, no es lo único que debemos considerar para los efectos de establecer los requisitos que debe reunir quien dirigirá la Academia. Creo que si tuviéramos que elegir entre docentes y aquellos que se desempeñan en el ámbito judicial, inevitablemente, tendríamos que tener en cuenta el objetivo, el destino y el sentido de la Academia. Y en ese aspecto, me parece que lo mejor es que se escoja a miembros del Poder Judicial, con experiencia y que conozcan por dentro el sistema. Porque puede darse el caso de que una persona se haya dedicado exclusivamente a la docencia, que es una labor muy seria y respetable, y no tenga conocimiento alguno de lo que pasa internamente en los tribunales. Por esa razón, en su oportunidad fui partidario de que, sin perjuicio de la condición de docente, también pueda ocupar el cargo quien cumpla con el requisito de ser miembro de dicho Poder o haber pertenecido a él.


En resumen, es extraordinariamente estricto y restrictivo dejar la Academia sólo en manos de docentes, porque pueden desconocer la realidad del Poder Judicial. Por eso, en su momento voté para que también pudiera acceder al cargo de Director un miembro del Poder Judicial o ex integrante de él, que reúna las exigencias que establece el proyecto, pero no que sólo la de la docencia pase a ser determinante para ese efecto.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).— Correspondería, en consecuencia, votar el inciso primero del texto sustitutivo propuesto por la Cámara de Diputados como artículo 6o, ya que respecto del resto hubo unanimidad en la Comisión de Constitución.


En votación.


—(Durante la votación).
El señor ALESSANDRI— Señor Presidente, estoy a favor de la posición de minoría, para permitir que también pueda ser Director un juez.


Por lo tanto, voto que no.
El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).— Perdón, señor Presidente.


Después de escuchar la fundamentación de voto del Honorable señor Alessandri, creo que tal vez sería conveniente explicar un poco más el asunto, porque, o Su Señoría votó incorrectamente, o bien no entendió la proposición en la forma debida.


No se impide que puedan ser Directores los miembros del Poder Judicial...
El señor VALDÉS (Presidente).— ¿Por qué no lo explica cuando le toque su turno, señor Senador? Estamos en votación.
El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).— Es que voto al final, señor Presidente.
El señor VALDÉS (Presidente).— Lamentablemente, el Reglamento no contempla otra solución.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, quiero dejar constancia de que, estando pareado con el Senador señor Piñera, he sido autorizado por el Comité Renovación Nacional para votar en esta ocasión.


Me pronuncio a favor del inciso.
El señor VALDÉS (Presidente).— Terminada Ja votación.


—Se aprueba el inciso primero del artículo 6º propuesto por la Cámara de Diputados (24 votos contra 12).


Votaron por la afirmativa los señores Calderón, Carrera, Díaz, Díez, Errázuriz, Frei (don Arturo), Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, Hormazábal, Horvath, Larre, Lavandero, Matta, Núñez, Páez, Pérez, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sule, Thayer, Valdés, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Alessandri, Cantuarias, Feliú, Fernández, Huerta, Larraín, Letelier, Martin,   Mc-Intyre, Siebert, Sinclair y Urenda.



—Queda despachado el proyecto en este trámite.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Se aprueba el informe y, en consecuencia, procede la formación de una Comisión Mixta.



Si le parece a la Sala, se designará como representantes del Senado a los miembros de la Comisión de Constitución.



Acordado.

La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).— Gracias, señor Presidente.



Quiero agradecer al Honorable Senado la probación de la iniciativa y, muy en especial, a su Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, que realizó un trabajo muy acucioso y relevante en la discusión de este proyecto, de la misma forma como procedió con otros relacionados con las reformas al Poder Judicial.



De ellos, éste es uno de los primeros que están siendo despachados y, sin lugar a dudas, responde a una aspiración sentida durante muchos años por los miembros de la judicatura, por académicos y por abogados.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Le agradecemos a usted, señora Ministra.

TRATADO DE EXTRADICIÓN Y ASISTENCIA

JUDICIAL EN MATERIA PENAL ENTRE

CHILE Y ESPAÑA

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— A continuación, figura en el Orden del Día el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal suscrito entre Chile y España, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En primer trámite, sesión 8ª, en 7 de julio de 1992.



Informes de Comisión: .



Relaciones Exteriores, sesión 23ª, en 14 de enero de 1993.



Constitución, sesión 5ª, en 14 de junio de 1994.

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El proyecto de acuerdo fue iniciado por mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República; consta de un artículo único que aprueba el Tratado (éste, a su vez, comprende un preámbulo y 44 preceptos), y fue acogido en forma unánime tanto por la Comisión de Relaciones Exteriores (integrada por los Honorables señores Urenda, Alessandri, Mc-Intyre y Páez) como por la de Constitución. Esta última incluye en su informe una reseña de los antecedentes legales correspondientes.



La de Relaciones Exteriores, por su lado, analizó por separado cada una de las disposiciones del convenio, que en síntesis versan sobre las siguientes materias: obligación de conceder la extradición, hechos que dan lugar a ella, convenios multilaterales, delitos fiscales, delitos políticos, delitos militares, extradición de nacionales, extradición y asilo, causas de denegación obligatoria, pena de muerte y penas privativas de libertad a perpetuidad, causas de denegación facultativa, sentencias en rebeldía, etcétera.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri.

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, el Tratado fue firmado en Santiago de Chile el 14 de abril de 1992 y reemplaza al Convenio para la Recíproca Extradición de Malhechores, de 30 de diciembre de 1895 y modificado al año siguiente, que existía entre nuestro país y España.



Su contenido es bastante complejo. El señor Secretario ya enunció sus principales aspectos, razón por la cual no creo que valga la pena reiterarlos. En pocas palabras, contempla normas sobre la obligación de conceder la extradición y precisa los hechos que dan lugar a la misma; se refiere a la existencia de convenios multilaterales sobre la materia; establece que la extradición no procede por delitos políticos o militares; en caso de que uno de los países tenga consagrada en su legislación la pena de muerte y el otro no, dispone que a la persona extraditada no podrá aplicársele dicha sanción, etcétera.



Quiero hacer presente, asimismo, que la Comisión de Constitución analizó el Tratado a la luz de diversos antecedentes legales. Para ello, tomó en consideración no sólo la Constitución Política de la República, sino también el Código de Procedimiento Penal; el Código de Derecho Internacional Privado; la Convención sobre Extradición, aprobada en la Séptima Conferencia Interamericana de Montevideo; el Tratado de Extradición —ya mencionado— entre Chile y España, de 1895, y otros convenios bilaterales que sobre la materia ha suscrito nuestro país con Bélgica, Bolivia, Brasil y las demás naciones que se citan en el informe.



La Comisión de Relaciones Exteriores, en sesión celebrada el 13 de enero de 1993, llegó a la conclusión de que el Tratado que se somete a la consideración de la Sala a través del proyecto de acuerdo resulta conveniente para Chile, pues sus normas constituyen un sistema ágil para lograr la extradición de delincuentes de todo orden y, al mismo tiempo, aseguran a las personas el respeto a sus derechos (la extradición no procederá cuando se trate de delitos políticos o militares, se reconoce el derecho de asilo, etcétera).



Por lo tanto, pido al Senado que le dé su aprobación por unanimidad.

El señor MC-INTYRE.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Puede usar de la palabra, Su Señoría.

El señor MC-INTYRE.— En verdad, señor Presidente, este Tratado lo vimos en la Comisión de Relaciones Exteriores hace alrededor de dos años, pero, por el tiempo transcurrido, se me olvidó un poco el tema.



Me preocupa su Artículo 10°, denominado "Pena de muerte y penas privativas de libertad a perpetuidad", que dispone que cuando el delito por el que se solicita la extradición estuviese castigado con presidio perpetuo o muerte, tal extradición se otorgará sólo si el Estado requirente da seguridades de que la persona reclamada no será condenada sino a la pena "inmediatamente inferior a la privativa de libertad a perpetuidad".



Si bien el proyecto de acuerdo viene patrocinado por el Ejecutivo, lo cierto es que la pena de muerte corresponde determinarla al Poder Judicial. ¿Cómo se pueden compatibilizar ambos elementos? Es la duda que me asalta, señor Presidente.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— ¿Algún miembro de las Comisiones informantes puede aclarar la situación?



Tiene la palabra el Honorable señor Díez.

El señor DÍEZ.— Señor Presidente, siempre existe la posibilidad del indulto en el caso de que se haya decidido aplicar la pena de muerte. Así lo establece la Constitución Política del Estado, cualquiera que sea la categoría del delito. De manera que el Ejecutivo, para el cumplimiento de este tipo de tratados, puede comprometerse, con nuestro acuerdo, a usar el indulto en esta materia en una forma absolutamente particular. Y esto se contempla en casi todos los tratados de extradición existentes en el mundo.


La Comisión de Constitución, señor Presidente, analizó cuidadosamente cada uno de los artículos del convenio. Tal vez, por esta razón el Senador señor Mc-Intyre se extraña de que haya transcurrido tanto tiempo sin que el proyecto haya sido visto por la Sala. Pero la verdad es que ello se debe a la importancia del tema y a la extensión del informe.


La única duda surgida en ese órgano de trabajo, que finalmente fue despejada, giraba en torno de la procedencia constitucional de que se realicen en nuestro país diligencias para la investigación de actos que no revisten caracteres de delito, de acuerdo con la legislación chilena. Vale decir, se cuestionó que un juez nacional pudiera restar su auxilio a un tribunal extranjero cuando ello implicara abocarse al conocimiento de un hecho no constitutivo de delito según el ordenamiento jurídico vigente en nuestra nación. La Comisión, luego de examinar el punto, llegó a la conclusión de que "abocarse" significa estudiar completamente una materia, y de que es distinto prestar auxilio recibiendo declaraciones de testigos o incautando documentos, que conocer del proceso judicial correspondiente. Porque el "conocer" importa llevar a cabo todo un análisis y estudio y dictar sentencia, mientras que aquí sólo se persigue que la justicia chilena pueda prestar su auxilio a la investigación de un proceso que se esté realizando en el extranjero mediante actuaciones específicas que versen, por ejemplo, sobre recepción de pruebas, exhortos, etcétera.


Por consiguiente, señor Presidente, la Comisión, en forma unánime, estimó que nuestro ordenamiento positivo interno no limita la realización de diligencias en materia penal solicitadas por un tribunal extranjero a aquellos casos en que existe doble incriminación; esto es, que los hechos sean constitutivos de delitos tanto en el Estado requirente como en el requerido. Ello tampoco ocurre en el de los auxilios probatorios que se presentan cuando el hecho de que se trata no es constitutivo de delito en el país requerido.


Por eso, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, determinó que el Tratado no presenta problemas de constitucionalidad y guarda armonía con la legislación nacional y con los principios de derecho internacional sobre la materia, lo que la llevó a formarse una opinión general favorable desde el punto de vista jurídico.


He dicho.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Si le parece a la Sala, se aprobará en general y en particular el proyecto.


Se encuentran presentes 24 señores Senadores.


Acordado.
REGULACIÓN DE DERECHO DE
OBTENTORES DE NUEVAS VARIEDADES
VEGETALES
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Corresponde abocarnos al estudio del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que regula el derecho de los obtentores de nuevas variedades vegetales.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 30ª, en 28 de enero de 1993.



En tercer trámite, sesión 5ª, en 14 de junio de 1994.



Informes de Comisión:



Agricultura, sesión 41ª, en 13 de abril de 1993.



Agricultura (segundo), sesión 4ª, en 9 de junio de 1993.



Discusión:



Sesiones 51ª, en 12 de mayo de 1993 (se aprueba en general); 5ª, en 15 de junio de 1993 (se despacha en particular).

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El proyecto aprobado por el Senado fue modificado por la Cámara de Diputados en su segundo trámite constitucional. Se acompaña al informe de ésta un boletín comparado que contiene el texto despachado por esta Corporación y las enmiendas que le introdujo la Cámara Baja.



La Sala tendría que decidir si se someten a votación todas las modificaciones a la vez, o si se hace separadamente, en el orden de los artículos.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— La Mesa prefiere que se trate artículo por artículo.

El señor ALESSANDRI.— No hay inconveniente en proceder de esa manera.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Comenzaremos con la primera modificación, recaída en el artículo 2º, letra a).

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Consiste en reemplazar la conjunción disyuntiva "o", la tercera vez que aparece, por la expresión "y, por lo tanto,", con lo cual la norma quedaría así: "Obtentor: La persona natural o jurídica que, en forma natural o mediante trabajo genético, ha descubierto y, por lo tanto, logrado una nueva variedad vegetal.".



Este precepto es de quórum calificado.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Senador señor Alessandri.

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, del estudio de las modificaciones introducidas al proyecto —originado en moción del Senador que habla y que contó con el patrocinio del Gobierno a través del Ministerio de Agricultura— se desprende que las correspondientes a las letras a) y b) del artículo 2º pueden aprobarse sin problemas, porque se refieren simplemente a cambios de redacción.



Después iré dando a conocer mi opinión respecto de las enmiendas que me merecen observaciones —son sólo algunas—, porque la mayoría de ellas se consideran —por, lo menos así las veo— aceptables. Pero todo depende del criterio que adopte el Senado.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Se requieren 24 votos para aprobar estas modificaciones.

El señor MATTA.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Puede usarla, Su Señoría.

El señor MATTA.— Señor Presidente, el Comité Demócrata Cristiano solicita formalmente a la Mesa que este proyecto vaya a la Comisión de Agricultura, porque tenemos ciertas dudas sobre algunas modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.

El señor ALESSANDRI.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— La Mesa no tendría inconveniente en acceder a lo solicitado.



Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri.

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, ésta es una materia importante —propiamente delictual— en la que conviene avanzar, porque su tramitación ha sido algo lenta.



A mi juicio, las modificaciones de la Cámara Baja, salvo en dos aspectos, son perfectamente aceptables. La única objeción que tengo es en cuanto a la tipificación de los delitos, la que queda muy limitada al agregar, en el artículo 44, la expresión "como material de reproducción". Esa sería la única materia de fondo discutible.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— ¿Habría acuerdo en enviar el proyecto a la Comisión de Agricultura?
El señor GAZMURI.— De acuerdo.
El señor DÍAZ,— Sí, señor Presidente.


—Se accede a lo solicitado.
ENMIENDAS A NORMAS PROCESALES DE CÓDIGO DEL TRABAJO
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica normas procesales del Código del Trabajo, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del señor Díez).


En primer trámite, sesión 1ª, en 31 de mayo de 1994.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 5a, en 14 de junio de 1994.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Esta iniciativa tuvo su origen en moción del Senador señor Díez.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, los Honorables señores Calderón (Presidente), Díez, Ruiz, Thayer y Urenda, aprobó en general el proyecto y, también, en particular,



A su vez, se ha presentado una indicación del Senador señor Ruiz para eliminar el número 2 del artículo único de esta preceptiva.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— En discusión general y particular.



Ofrezco la palabra.



Tiene  la  palabra  el  Honorable  señor Ruiz.
El señor RUIZ (don José).— Señor Presidente, solamente para clarificar que formulé indicación sobre la base del proyecto original del Senador señor Díez, que contaba con dos numerales, y que ella se refiere al número 3 del informe de la Comisión.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Senador señor Díez.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, el problema procesal es muy simple. Se origina porque las disposiciones del Código del Trabajo establecen que, inmediatamente después de contestada la demanda, el juez recibirá la causa a prueba y citará al comparendo correspondiente. En esa oportunidad las partes, dentro de tercero día, deberán presentar las pruebas. Además, consignan que la resolución que recibe la causa a prueba será notificada sólo por el estado diario. Aunque la ley dispone que el Secretario deberá mandar un aviso por correo, la omisión de este trámite no origina nulidad.


Lo anterior es muy grave, porque una norma de dicho Código dispone que dentro del mismo escrito el demandante debe acompañar las pruebas e indicar los nombres de los testigos; solicitar la absolución de posiciones, el informe de peritos, la remisión de oficios y toda otra diligencia de prueba que no se hubiese pedido en la demanda, y acompañar toda la prueba documental que no hubiera incluido en ella. También determina que no habrá lugar a prueba ni a diligencia de prueba que se solicite con posterioridad.


El problema de la notificación por el estado diario —y no por cédula— produce graves inconvenientes a los demandantes, ya que, como se puede contestar la demanda dentro de los diez días siguientes a su notificación, el abogado debe concurrir en múltiples oportunidades al juzgado para saber si ella fue contestada y si el juez ha dictado resolución. Y para imponerse de lo anterior encuentra numerosas dificultades: que el expediente no ha sido devuelto por el receptor que notificó la demanda; que el estado diario es difícil de consultar —lo hemos comprobado en la práctica en los juzgados del trabajo— porque lo está confeccionando el secretario, o porque el estado diario del día anterior quedó tapado por el nuevo. Todo ello ha significado dejar en estado de indefensión a muchos demandantes, que son, precisamente, los trabajadores. Además, a esto debe agregarse que en varios lugares del país las causas de una considerable parte de trabajadores —generalmente, los más modestos, los que no pertenecen a ninguna organización sindical— son tramitadas por alumnos egresados, postulantes a la Corporación de Asistencia Judicial.


El proyecto en análisis pretende que la notificación, por la importancia que tiene, se efectúe por cédula. Esto permitirá al abogado del demandante imponerse con claridad de la resolución, no tomar conocimiento por el estado diario, y garantiza que el jefe de la Corporación de Asistencia Judicial recibirá en su oficina la notificación correspondiente para hacer que los postulantes cumplan su obligación.



Esa es la razón de fondo de la iniciativa en estudio. De allí la importancia del número 2 del artículo único, que propone sustituir el inciso cuarto del artículo 442 del Código del Trabajo a fin de establecer que la resolución que recibe la causa a prueba y cita a las partes a la audiencia de conciliación y prueba, será notificada por cédula a las partes.



La otra materia que contempla el proyecto se refiere a la presentación de la prueba documental, en cuya interpretación jurídica no se produjo acuerdo entre quienes la analizamos, lo que dio origen a la indicación presentada por el Senador señor Ruiz.



La situación al respecto es la siguiente: una norma del Código del Trabajo exige que toda prueba documental debe acompañar el escrito de prueba, que es anterior al comparendo; y otra establece que las pruebas testimonial, confesional y documental —la menciona otra vez— pueden ser presentadas en la audiencia, pero en este caso se refiere a una documental accesoria o complementaria que el juez puede aceptar como prueba.



En consecuencia, el proyecto de ley tendía a evitar la ambigüedad suprimiendo del comparendo la presentación de la prueba documental.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz.

El señor RUIZ (don José).— Señor Presidente, como ha planteado el Honorable señor Diez, el número 1 del artículo único del proyecto procura eliminar un elemento que, según se ha comprobado constituye un entorpecimiento del desarrollo de los procesos judiciales del trabajo. Como tenemos acuerdo absoluto en la materia, no veo inconveniente alguno en aprobar tanto el número 1, que modifica el artículo 435 del Código del Trabajo, como el número 2, que enmienda el artículo 442 del mismo.



Sin embargo, en torno del número 3 sí hay desacuerdo, y éste proviene de un problema de interpretación. El artículo 444 no establece la posibilidad de presentar en la audiencia nuevos documentos. Lo único que hace en su inciso tercero es indicar el orden de recepción de las pruebas documental, confesional y testimonial. Es decir, hace una relación del desarrollo del proceso, pero en ninguna parte señala algo distinto de lo contemplado en el artículo 443, donde se fijan los plazos perentorios en que debe entregarse la documentación o pruebas escritas.



Por lo tanto, lo planteado en el artículo 444 no es contradictorio con el 443. No obstante, algún juez pudiera interpretar —admito esa posibilidad— que, al establecerse el orden de recepción de las pruebas, se está admitiendo la presentación de ellas en el comparendo. Pero no es eso lo que dice la norma.


Por consiguiente, estimo que eliminar la palabra "documental" y dejar como se propone simplemente las expresiones "confesional y testimonial", podría dar lugar a una interpretación distinta, de acuerdo con la cual la prueba documental podría presentarse antes, después o en un orden distinto.



En mi opinión, señor Presidente, no es conveniente modificar el artículo, pues simplemente determina el orden de recepción  de pruebas. Por ello, he presentado una indicación para eliminar el número 3.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.

El señor THAYER.— Señor Presidente, no abundaré en la materia, porque mi impresión es que no existe discusión alguna en torno de la conveniencia de aprobar los números 1 y 2 propuestos, que no presentan mayor dificultad: el primero es simplemente una consecuencia del segundo, que contiene lo sustantivo, como ha explicado detalladamente el Honorable señor Díez.



En cuanto a lo planteado por el Honorable señor Ruiz De Giorgio al fundamentar  su indicación, debo señalar que comparto  su argumentación. Estrictamente hablando, e incluso aplicando las normas de interpretación del Código Civil, habría que preferir la norma jurídica que produce efecto a la que no lo produce. El artículo 443 del Código del Trabajo es explícito en cuanto a exigir que se acompañe toda la prueba documental en el escrito en que se presenta la lista de testigos cuando se ha acordado recibir la causa a prueba. Por su parte, el artículo 444 sólo señala, en la oración final de su inciso tercero, el orden en que se recibirán las pruebas que se han presentado en sus respectivas oportunidades. Por consiguiente, creo que la supresión de la palabra "documental" enreda un tanto la norma, Pero —si decimos las cosas como son—, tampoco le hace mucho daño.


En razón de lo anterior, señor Presidente, soy partidario de aprobar los números 1 y 2 del artículo único del proyecto —me parece que existirá unanimidad en ese sentido— y de votar lo relativo al número 3, con el objeto de decidir qué se estima mejor: mantener el texto propuesto o acoger la indicación del Senador señor Ruiz para suprimirlo. En lo personal, me inclino por acoger la indicación, porque no estoy convencido de que sea necesario cambiar el artículo, y de que si lo fuera, debiera hacerse de manera distinta a la propuesta en el proyecto.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


Si le parece a la Sala, se aprobarán unánimemente los números 1 y 2 del artículo único del proyecto.


Acordado.


Por lo tanto, queda el proyecto despachado en general y particular.


En seguida, corresponde pronunciarse respecto de la indicación del Honorable señor Ruiz, para suprimir el número 3 del artículo único.


En votación.


—(Durante la votación).
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, en verdad los razonamientos de los señores Senadores son jurídicamente válidos; el autor de la indicación los conocía perfectamente. Pero, en la práctica, la especificación del orden de recepción de las pruebas —documental, confesional y testimonial— hace que la gente crea que hay dos oportunidades para presentar la prueba documental, una en el escrito y la otra en el comparendo. Los propios jueces me han manifestado que se ven en la obligación de rechazarla en el comparendo, porque el artículo anterior prescribe que toda la prueba documental se presentará en el escrito. De acuerdo con otra norma del Código del Trabajo, ellos pueden ciertamente recibir lo que se denomina "prueba instrumental adicional o accesoria"; pero, cuando no se ha presentado prueba documental en el escrito, los jueces se niegan a recibirla en el comparendo, porque no constituye prueba accesoria. Como he dicho, ésta supone que se hayan entregado documentos en la presentación del escrito.


Por tales razones, señor Presidente, votaré en contra de la indicación.

El señor THAYER.— Señor Presidente, hace unos momentos manifesté que encontraba razonable —sigo pensando lo mismo— el argumento formulado por el Senador señor Ruiz, que sirve de base a su indicación. Sin embargo, debo confesar que la razón práctica hecha presente por el Senador señor Díez, en el sentido de que los jueces están entendiendo equivocadamente la norma actual, me induce a modificar mi criterio.



Voto en contra de la indicación.



—Se rechaza la indicación (16 votos contra 13 y 1 pareo).



Votaron por la negativa los señores Díez, Errázuriz, Feliú, Fernández, Horvath, Huerta, Larraín, Larre, Letelier, Martin, Mc-Intyre, Pérez, Siebert, Sinclair, Thayer y Urenda.



Votaron por la afirmativa los señores Calderón, Carrera, Díaz, Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Páez, Ruiz (don José), Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Alessandri.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Si le parece a la Sala, quedaría aprobado el número 3 del artículo único, con la misma votación anterior, pues no requiere quórum especial.



Acordado, quedando en consecuencia el proyecto aprobado en general y particular.



Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Se les dará curso en la forma reglamentaria.

-------------------



—Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor Horvath:
CONSTRUCCIÓN DE DIVERSAS OBRASVIALES Y CREACIÓN DE MINI-CENTRAL HIDROELÉCTRICA EN COMUNA DE
O'HIGGINS (UNDÉCIMA REGIÓN)


"A los señores Ministros del Interior, de Defensa y de Obras Públicas, solicitándoles que se sirvan informar respecto del estado de avance y cumplimiento del plazo programado para la etapa del Camino Longitudinal Austral que llega a Villa O'Higgins; de la construcción de la vía transversal desde Villa O'Higgins a Entrada Mayer, y de si se contempla en los planes y proyectos para este año la construcción de una mini-central hidroeléctrica en la comuna.".

-------------------


Del señor Larraín:
CRISIS EN VITIVINICULTURA DE SÉPTIMA REGIÓN


"A los señores Ministros de Hacienda y de Agricultura, solicitándoles que tengan a bien informar respecto de las medidas de control que está aplicando este último sobre dicha actividad y que el primero, a través de la Dirección de Impuestos Internos, dé a conocer qué medidas de control podrían tomarse para contrarrestar el recrudecimiento del comercio clandestino del vino, cuestión que, aparte de ilegal, provoca una competencia desleal respecto de quienes obran correctamente y expone a la población a enfermedades, ya que deja una parte de la producción fuera de todo control sanitario.".

-------------------


Del señor Matta:

CREACIÓN DE OFICINAS PROVINCIALES DE

LA JUNTA DE AUXILIO ESCOLAR

Y BECAS EN CAUQUENES

(SÉPTIMA REGIÓN)



"Al señor Ministro de Educación, pidiéndole que tenga a bien estudiar la factibilidad de crear oficinas provinciales de la Junta de Auxilio Escolar y Becas (JUNAEB) en la ciudad de Cauquenes, debido a que la actual dotación de personal en la provincia resulta absolutamente insuficiente.".

CREACIÓN DE SEGUNDO JUZGADO   DE  LETRAS EN SAN JAVIER

(SÉPTIMA REGIÓN)



"Al señor Ministro de Justicia, a fin de que se sirva estudiar la posibilidad de crear el Segundo Juzgado de Letras en la comunidad de San Javier".

RECURSOS EXTRAORDINARIOS A

SERVICIO MEDICO LEGAL DE SAN JAVIER

(SÉPTIMA REGIÓN)



"Al señor Ministro de Justicia, solicitándole que tenga a bien considerar la posibilidad de otorgar recursos extraordinarios al Servicio Médico Legal de San Javier, que desarrolla sus actividades en precarias condiciones".

-------------------

El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Renovación Nacional.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

UTILIZACIÓN DE TECNOLOGÍA SATELITAL PARA PROTECCIÓN DE BOSQUES. OFICIOS

El señor HORVATH.— Señor Presidente, deseo plantear que, de acuerdo con antecedentes de que disponemos, sería perfectamente posible realizar la fiscalización de las distintas actividades forestales del país por intermedio de la imagen satelital; y, en caso de informaciones que requieran una inspección más acuciosa, efectuar el estudio correspondiente en el terreno, de manera complementaria. De esta forma, se podría asegurar que los planes de operación que se autorizan a las distintas empresas del país tengan un seguimiento minucioso, lo cual indudablemente favorecería a nuestro bosque, en su calidad de recurso renovable.



Del mismo modo, gracias a esta técnica y a los bajos costos que demanda, podría llevarse un inventario actualizado de la masa boscosa del país y empezar a preparar la información para tener un sistema de cuentas patrimoniales. Porque es fundamental conocer, junto con el crecimiento económico, la variación que experimentan los recursos naturales, ya que podría darse el absurdo de que, a costa de éstos, haya un aumento del desarrollo de la actividad económica y, de esa forma, estemos comprometiendo a las generaciones futuras.



En ese sentido, señor Presidente, me permito solicitar, por su intermedio, que se oficie a los señores Ministros de Defensa y de Agricultura, a fin de que se sirvan informar acerca de los satélites de que podemos disponer, los costos asociados de la imagen satelital factible de adquirir y la posibilidad de que la fiscalización en esta materia se prepare de acuerdo con la tecnología a la que hoy Chile tiene acceso.


—Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.
El señor PÉREZ.— Señor Presidente, el Comité Renovación Nacional cederá algunos minutos de su tiempo al Senador señor Errázuriz.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
SITUACIÓN ACTUAL DE LA VIVIENDA. OFICIO
El señor ERRÁZURIZ.— Señor Presidente, el problema de la vivienda es grave y, en mi opinión, requiere de una mayor preocupación de todos los chilenos.


Es necesario agilizar los subsidios habitacionales, y para ello resulta fundamental el ahorro previo. Sin embargo, aunque la mayoría de nuestros connacionales tal vez no lo sabe, ya tienen su propio ahorro a través del 10 por ciento que, gracias a una buena administración de las AFP, se ha acumulado como exceso en sus cuentas individuales.


Como Senador de la República deseo proponer una iniciativa que, constitucionalmente, debe hacer suya el Ejecutivo y que, en concreto, establezca que ese 10 por ciento de exceso, en lugar de entregarse a los chilenos al momento de jubilar, les sea depositado ahora en una cuenta de ahorro para la vivienda, de manera que les sirva de base como ahorro previo para lograr el subsidio habitacional y, así, obtener anticipadamente su casa propia.


El proyecto que impulso es de real trascendencia nacional. Es sabido que la mayor fuente de ahorro en Chile es la que se acumula en los fondos de pensiones administrados por las AFP. Ese ahorro alcanza hoy a casi 18 mil millones de dólares, y como ese dinero ha rentado más de 14 por ciento anual y no el 4 por ciento que consideró el legislador en 1981 al dictarse la ley, dicho 10 por ciento de exceso, que puede ser entregado hoy a los chilenos, equivale a cerca de un mil 800 millones de dólares, dinero suficiente para terminar con el déficit de viviendas y con el problema de los allegados que aflige a Chile.


Por eso, propongo que los excesos acumulados en la cuenta individual de cada trabajador sean entregados hoy a los chilenos y no cuando jubilen, de manera que les sirva ahora como ahorro previo para postular al subsidio habitacional, facilitando así su acceso a la casa propia antes de cumplir 65 años y no después de esa edad cuando los hijos ya se han casado, sin haber disfrutado nunca de ese hogar.


Siempre he pensado que lo más importante en una familia es lograr su casa, para construir un hogar unido, terminando de una vez con el problema de los allegados.


Si existe 10 por ciento de exceso acumulado en los fondos de pensiones, ¿por qué no se proporciona ahora ese dinero a sus dueños, toda vez que lo necesitan para comprarse su casa y formar allí su familia? ¿Por qué se prefiere guardar esos recursos en un fondo de pensiones para entregarlos a las personas cuando ya sean viejas y sus hijos se hayan ido de su lado sin haber disfrutado nunca de su propio hogar?


Los fondos de pensiones han acumulado ese 10 por ciento de exceso que la ley establece, el cual es de los trabajadores. Por eso, promuevo una legislación que es necesaria para que ellos puedan usar esos recursos ahora y no cuando jubilen.


La suma de los allegados de la Séptima Región, que represento en el Senado, alcanza a 6,1 por ciento del total existente en el país. Sin embargo, el porcentaje de viviendas terminadas en aquélla es de sólo 4,1 por ciento de todo lo construido en Chile. En otras palabras, en mi Región existe un déficit grave de viviendas, lo cual significa que importantes sectores de la población no están recibiendo soluciones habitacionales. Situaciones similares se repiten en muchos otros lugares del país.


El déficit de viviendas y, muy especialmente, el gravísimo problema de los allegados, no pueden seguir esperando.


Por ello, solicito oficiar al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, a fin de que analice y estudie este proyecto que —como dije—, constitucionalmente debe ser de iniciativa del Ejecutivo, y le otorgue urgencia “suma”, de manera que, a su vez, junto con otras iniciativas de algunos señores Senadores que también apuntan en el mismo sentido, colaboremos todos para transformar esta idea en realidad concreta.


—Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.
El señor NÚÑEZ (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Pérez.
EXCESO DE GASTO CON RELACIÓN AL
INGRESO PERMANENTE
DEL PAÍS. OFICIO
El señor PÉREZ.— Señor Presidente, en la discusión económica actual uno de los temas de alta concurrencia es el de la existencia de un exceso de gasto con relación al ingreso permanente del país.


En las últimas semanas, el debate se ha centrado en el incremento del consumo, especialmente el realizado por las personas, y en el fuerte endeudamiento que existe por tal motivo.


La relevancia que reviste la materia merece un análisis a fondo.


Un exceso de gasto significa que el país, con los recursos disponibles, y dada su riqueza, es capaz de generar un determinado flujo de ingresos que no es suficiente para satisfacer el nivel de gasto que sus habitantes desean, sea a través de gasto privado o público. Para lograrlo existen dos maneras: disminuir la riqueza —es decir, consumir parte de los ahorros acumulados—, o bien, endeudándose. Ambos se alcanzan por la vía de consumir más hoy a cambio de consumir menos mañana.


Los agentes privados, al tomar la decisión respecto de cuánto consumir y cuánto ahorrar, tienen presente su disponibilidad total de ingresos en el transcurso de su vida y su preferencia relativa entre consumir hoy o hacerlo mañana. Su preferencia personal por el consumo presente se traduce en una tasa de interés que refleja el máximo de consumo futuro que están dispuestos a sacrificar por una unidad de consumo presente (un peso de hoy). Si la tasa de interés a la cual puede acceder un consumo anticipado (es decir, un préstamo) es menor a la anterior, decide gastar más hoy, y se trata de una decisión meditada, pensada y coherente con la búsqueda de su mayor satisfacción personal.


Por lo tanto, si el sector privado está gastando más, ello obedece, sólo y exclusivamente, a que las personas no reciben la retribución suficiente por ahorrar más. La compensación por sus ahorros y la tasa de interés son insuficientes, porque otras personas están ahorrando más en el resto del mundo.


El sector público, por su parte, también debe decidir cuánto gastar y cuánto ahorrar en forma racional y meditada. Si un Gobierno decide aumentar el gasto, debe estar completamente seguro de que esos recursos que gasta obedezcan a un criterio de maximizar el bienestar nacional en el presente y en el futuro. La única manera de saberlo es preguntarse cada vez si para proveer al país del bien deseado no hay otra alternativa de mejor calidad y/o menor precio que esté disponible para él u otro agente. ¿Por qué? Porque cada peso mal gastado es menor posibilidad de consumo (presente) o ahorro (equivale al consumo futuro) para el país.


Un sector público que decide aumentar el gasto más allá de lo que crece el Producto, simplemente está escogiendo disminuir la posibilidad de aumentar la capacidad de riqueza del país, a cambio de algún bien socialmente más deseado que esa riqueza a la que se renuncia.


El problema se puede resumir de la siguiente manera: elegir entre consumir más hoy, a nivel nacional, o, por el contrario, ahorrar más y consumir más en el futuro. Cuando se resuelve consumir más hoy, se está simultáneamente decidiendo ahorrar menos. El costo de ello es, entonces, disminuir las posibilidades de invertir en capital que permita ser capaces de generar flujos de ingresos mayores más adelante. Si el ahorro del sector público creció en 1993 en relación con el presupuesto inicial, no fue porque disminuyó el gasto, sino porque aumentaron los ingresos.


Se entiende en forma inmediata que al hablar de Chile como un país capaz de crecer a una tasa de 5 por ciento anual —o de 7 por ciento anual— y lograr lo antes posible un mayor nivel de desarrollo, ello no depende del azar, sino de cuánto deseamos ahorrar y de la calidad de la inversión que se financie con ese ahorro. Sólo crecen más rápido los países que ahorran más e invierten mejor. Ese es el único milagro económico hasta hoy descubierto.


Dado lo anterior, las políticas públicas son las que tienen la principal responsabilidad de promover el ahorro y desincentivar el consumo. A las personas no se las puede convencer de que posterguen su consumo con discursos, sino utilizando incentivos económicos. Al Gobierno hay que hacerlo ahorrar, estableciendo   Leyes   de   Presupuestos que contengan una moderada expansión del gasto público. Ello no ha ocurrido en los últimos años, ya que en el período 1991-1993, aquél creció en 9,4 por ciento y el Producto en 7,6 por ciento. En cambio, entre 1984 y 1988 la pendiente es indicativa de un esfuerzo sostenido y progresivo por ahorrar cada vez un mayor porcentaje de un Producto también creciente.


La inversión, por su parte, manifiesta su punto más alto en 1990, y después hay un deterioro relativo. Claramente, no basta conocer la cantidad de la inversión; su calidad es tanto o más importante, pero, a la vez, más difícil de cuantificar o medir.



La lectura de las cifras de los últimos años es extremadamente interesante. El país durante el período 1985 a 1991 no sólo financió un crecimiento en la tasa de inversión —hasta 1990—, sino también traspasó recursos al exterior, lo cual fue permitiendo resolver su problema de endeudamiento externo.



Otro aspecto tiene relación con la diferencia estructural entre el exceso de gasto observado en 1989, y el vigente. En el primer caso, ese gasto fue financiado con un mayor superávit comercial —una menor entrada de recursos del sector externo—, lo cual equivale a decir que estaba financiado y que el problema se presentaría sólo cuando cayera el precio del cobre o se deteriorara nuestra capacidad exportadora neta. Desde 1991, en cambio, no sólo se pierde la tendencia en el incremento de la tasa de inversión, sino que, adicionalmente, esa inversión se sostiene sobre la base de crédito externo neto.



En estas circunstancias, si se desea continuar con tasas de crecimiento altas, mediante las cuales alcanzar niveles de vida más elevados, sólo queda aumentar el ahorro. Los instrumentos los tiene la autoridad: disminuir el crecimiento del gasto fiscal e incentivar el ahorro privado; y, asimismo, disminuir o eliminar los impuestos a las utilidades de empresas para que se reinviertan, a cambio, eventualmente, de aplicar impuestos al gasto.



Señor Presidente, pido enviar estas palabras al señor Ministro de Hacienda.



—Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

El señor VALDÉS (Presidente).— Corresponde el turno al Comité Socialista, el cual no hará uso de la palabra.



En el tiempo del Comité Institucionales, ofrezco la palabra.

El señor MC-INTYRE.— Se lo cedemos al Senador señor Alessandri, señor Presidente.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

DECLARACIÓN DE "CAPITAL DE LA

MINERÍA DE CHILE" PARA ANTOFAGASTA. OFICIO

El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, en la última semana del mes de mayo, tuve la oportunidad, junto con la distinguida Senadora señora Carmen Frei y los Diputados señores Carlos Cantero, Rubén Gajardo, Felipe Valenzuela y señora Fanny Pollarolo, de participar en una reunión convocada por la Asociación de Industriales de Antofagasta, con el fin de recibir un interesante proyecto que pide que Antofagasta sea declarada "Capital de la Minería Chilena", propuesta que concitó el apoyo inmediato de todos los Parlamentarios de esa Región, la cual, a pesar de tener el más árido y desolado desierto, es la zona más productiva de Chile en lo que a minería se refiere, con las más grandes minas de cobre del mundo y única productora de nitratos, litios, etcétera, del país.



Esta iniciativa descentralizadora que impulsa la Asociación de Industriales de Antofagasta y que comprendería trasladar a Antofagasta  las  oficinas  principales  del Servicio Nacional de Geología y Minería (SERNAGEOMIN), de la Empresa Nacional de Minería (ENAMI) y las instalaciones del Centro de Investigaciones Minero-Metalúrgicas (CIMM) —hoy ubicado en Santa María de Manquehue, en Santiago—, debe contar con el apoyo y patrocinio del Ejecutivo, ya que su aprobación como ley por el Congreso, significaría que los principales servicios estatales o dependientes del Fisco relacionados con la minería, se instalarían en la capital de la Segunda Región. Ello constituiría un incentivo de primer orden para el desarrollo de la Región, tanto para empresas y servicios como para el mundo tecnológico, científico y universitario, y un decisivo paso descentralizador.



Al respecto, suscribí un proyecto de ley, presentado por el Senador señor Larraín, que traslada, desde luego, el SERNAGEOMIN a Antofagasta, además de algunos servicios a otras Regiones, el cual, desgraciadamente, fue declarado inconstitucional por ser de iniciativa del Ejecutivo.

El señor LARRAÍN.— No lo fue, señor Senador.

El señor ALESSANDRI.— Entonces, espero que siga su tramitación.

El señor VALDÉS (Presidente).— El problema está siendo estudiado en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor ALESSANDRI.— Rectifico, en consecuencia, mis palabras.



La propuesta de que Antofagasta sea la Región Minera de Chile es el fruto de la gran inquietud de sus habitantes, quienes están conscientes de que el desarrollo futuro depende, en gran medida, de lo que ellos mismos sean capaces de hacer y construir.



Y en ese anhelo de progreso de la Segunda Región están cooperando activamente mineros, industriales y empresas como EDELNOR, CHILGENER y ESSAN, que ya están trabajando en la ejecución de proyectos y la prospección de otros, con relación a la gran expansión minera, que significará que, de aquí a cinco años más, serán invertidos cinco mil millones de dólares en nuevas actividades mineras o relacionadas con la minería.



Me referiré separadamente a algunos aspectos de estos proyectos:



En cuanto a energía, la Empresa Eléctrica del Norte Grande (EDELNOR S.A.), para atender ese auge minero, tiene los siguientes planes de generación de energía eléctrica: Primera Unidad Central Mejillones, en ejecución: 150 megawatts. Entrará en funciones en 1995. Segunda Unidad Central Mejillones, que está en período de licitación, con producción de 150 megawatts. Entrará en funciones en 1997.



La construcción de esas unidades lleva aparejada la de un muelle para la descarga de carbón, lo que se encuentra en ejecución.



Hay contratos por firmar respecto de la Central Hidráulica Cavancha, en la Primera Región, de 2,5 megawatts, y de una Central Eólica —que es una novedad—, en  Calama, de 15 megawatts.



Por su parte, la empresa CHILGENER está construyendo en Tocopilla una planta generadora de energía —la Unidad N° 1—, con una producción de 132,4 megawatts, que debe estar en operación comercial antes del 7 de mayo de 1995. En esta obra, CHILGENER ya ha invertido 180 millones de dólares, y, además, tiene en proyecto la construcción de la Unidad N° 2, con una inversión similar a la de la N° 1, con una producción de 132,4 megawatts. De acuerdo con estas últimas proyecciones, se prevé que la alta demanda de energía eléctrica a través del Sistema Interconectado Norte Grande (SING), superará los 1.020 megawatts en el año 2000, siendo en la actualidad de 519 megawatts.



Uno de los problemas más importantes del Norte es la falta de agua. Por sus características de clima desértico, los recursos de agua aptos para sustentar el crecimiento de la minería y la industria en la Segunda Región son escasos y, en general, emplazados a mucha distancia de los centros de consumo. Los recursos renovables de aguas dulces, o de bajo contenido salino, son extraídos casi en su totalidad para satisfacer las actuales demandas de agua potable de la población, de los yacimientos mineros en explotación y de la agricultura regional. De allí, entonces, que la Empresa de Servicios Sanitarios de Antofagasta S.A. (ESSAN) tiene en pleno desarrollo el proyecto de saneamiento costero y reutilización de aguas servidas. Este fue concebido considerando la reutilización de las aguas servidas domiciliarias que actualmente se depositan en el litoral de Antofagasta.



En la actualidad, ESSAN ha logrado asegurar la descontaminación de la costa antofagastina, tras la firma de un precontrato con el consorcio anglo-chileno "Biwater Aguas y Ecología", entidad que se adjudicó la licitación de la disposición final de las aguas servidas de Antofagasta.



Lograr la reutilización de las aguas servidas, tras someterlas a tratamiento para dejarlas en condiciones para uso industrial en la Segunda Región, dependerá de la demanda que ejerza por este recurso el sector productivo de la zona, especialmente el minero.



De acuerdo con mis antecedentes, ESSAN espera recuperar y poner a disposición del sector productivo regional 17,9 millones de metros cúbicos de agua que actualmente se vierten al mar en las ciudades de Antofagasta, Tocopilla, Mejillones y Taltal. Cabe señalar que las estimaciones para el año 2015 indican que ese volumen será de 30,9 millones de metros cúbicos.



En una región enclavada en el desierto más árido, obtener el máximo provecho de los recursos hídrícos constituye una necesidad ineludible, y ello garantizará un desarrollo sustentable y armónico de la comunidad antofagastina.



Debemos felicitar a esa empresa por enfrentar con oportunidad y realismo el problema del agua en nuestra Región, porque el desarrollo de nuevos proyectos en el área minera e industrial, así como el abastecimiento de las siempre crecientes demandas de agua potable en Antofagasta, Calama, Tocopilla, Mejillones y Taltal, definen como único camino viable para el crecimiento sostenido una conceptualización regional de ese problema. Ojalá que si faltan recursos, se abra la sociedad al capital privado, única manera de generarlos y no restar al Estado los que necesita para otros fines.



En tal sentido, es factible asumir que la racionalización en el uso del recurso, tanto por la calidad como por su ubicación geográfica, puede significar la clave del éxito que se busca, siempre y cuando cada potencial cliente minero o industrial se convenza de que ello tiene un costo y que está dispuesto a pagarlo.



En el caso de los nuevos yacimientos mineros, por ejemplo, que no tienen resuelto el suministro de agua para sus procesos, se podría pensar en una solución combinada. Puesto que la actividad minera puede pagar el costo de producir agua potable a partir del agua de mar (desalación), se podrían instalar estos sistemas para atender las ciudades costeras, o parte importante del consumo poblacional, con cargo a la compañía interesada. Así se liberarían recursos cordilleranos para atender las necesidades de los yacimientos ubicados en la pampa, y evitar el desaparecimiento de la escasa pero milenaria agricultura que subsiste aún y que depende del río Loa, con agua de mejor calidad que la actual.



Si se quisiera fomentar esa agricultura, el reciclaje de las aguas servidas domésticas de las ciudades de esa Región, permitiría contar con caudales de importantes magnitudes para proyectos de envergadura, siempre y cuando consideren un pago por el agua que cubra los costos del tratamiento. De acuerdo con mis antecedentes, los costos de este tratamiento son bastante menores que la disponibilidad de pago que, por este concepto, genera cualquier proyecto agrícola en la Región.



En lo que respecta a infraestructura, es nuestro deber agradecer y felicitar al ex Ministro de Obras Públicas del Gobierno anterior, don Carlos Hurtado, quien, previendo el gran auge que se avizoraba en esa zona, entregó sus mejores esfuerzos y recursos para el mejoramiento de caminos, porque constituía una de las debilidades de la Región para lograr su desarrollo.



En reciente visita a mi jurisdicción, comprobé cuánto han avanzado los trabajos de construcción del primer túnel en el norte del país, en el camino que unirá a Tocopilla con Iquique, obra proyectada durante el Gobierno militar y comenzada en el de don Patricio Aylwin. Este túnel tiene una extensión de 800 metros y significará una inversión de 600 millones de pesos. También hay que destacar el mejoramiento del camino de Calama a San Pedro de Atacama, y el del de Antofagasta a Tocopilla. Esperamos que próximamente se arregle en forma definitiva el camino de Calama-Chuquicamata a Tocopilla, en el tramo que aún está en malas condiciones.



Otro acierto del Ministerio de Obras Públicas fue dar carácter de ruta internacional al Paso de Jama, que será de enorme trascendencia para los planes de integración de Chile y Argentina, y con ventajosas perspectivas para la zona norte.



Debemos destacar que en la Segunda Región se concentra el monto de inversión más alto en la distribución regional de los proyectos que se encuentran en ejecución, con 1.594 millones de dólares, lo que representa 30,71 por ciento del total del país. Antofagasta tiene un total de 122 proyectos, distribuidos en 28 mayores y 94 menores.


En lo que atañe al cobre, los proyectos en ejecución en el Norte Grande ponen a 1994 como el inicio de un proceso que ubicará a la producción chilena del metal rojo en alrededor de tres millones de toneladas hacia fines del siglo. En esta cifra cabe participación destacada a La Escondida, en la Segunda Región, que proyecta incrementar su producción desde las 388 mil toneladas de 1993 hasta 420 mil toneladas estimadas para 1994, y 700 mil para 1996.



Este mes debiera quedar finalizada la planta de lixiviación amoniacal de concentrados, que aportará 80 mil toneladas anuales de cobre adicionales, ubicada en el sector costero de Coloso, vecino a Antofagasta. Al mismo tiempo, se trabaja en la llamada "fase tres", que elevará la producción, hacia 1996 —como dije—, a unas 700 mil toneladas de cobre en concentrados y convertirá a la empresa La Escondida en el primer productor de cobre del país, superando a Chuquicamata. Este último incremento significará una inversión del orden de los 500 millones de dólares.



CODELCO, por su parte, tiene en carpeta una serie de proyectos cupríferos. Uno de ellos es la explotación del yacimiento denominado Radomiro Tomic, cuya viabilidad pasa por permitir la participación del capital privado. Para ello bastaría que el directorio de CODELCO le quite el carácter de mineral de reposición, para lo cual no se precisa ley, como algunos han sostenido, ya que las cosas se deshacen como se hacen. Veo difícil que el Estado pueda destinar recursos para ese proyecto, y, a mi juicio, sin ellos, no podrá materializarse.

El señor HAMILTON.— ¿Me permite una interrupción, señor Senador, con la venia de la Mesa?

El señor ALESSANDRI.— Sí, señor Senador.

El señor VALDÉS (Presidente).— Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor HAMILTON.— En lo que atañe al yacimiento Radomiro Tomic, no cabe sólo una determinación de parte del directorio de CODELCO, empresa propietaria del mineral, toda vez que, geológicamente, es parte del yacimiento de Chuquicamata. En consecuencia, está afectado directamente por la nacionalización, y el disponer de él para la inversión privada, requeriría una modificación de la Constitución.

El señor ALESSANDRI.— Yo tengo una opinión distinta, pero no es el momento de discutirlo.



El país ha visto con satisfacción que se ha llegado a un acuerdo con la empresas CYPRUS para la explotación del mineral El Abra, con una oferta de 330 millones de dólares, presumiéndose una inversión total de cerca de mil millones de dólares por parte de esa empresa. Esto permitirá la contratación de tres mil trabajadores en la etapa de construcción de El Abra.



La producción debería comenzar dentro de tres años, con un volumen de 225 mil toneladas anuales de cátodos, cifra que constituirá a este mineral en el de mayor tamaño en su género en el mundo.



Otros proyectos interesantes son los de Outokumpu, con las minas Santa Catalina y Zaldívar. En el primer caso, la empresa finlandesa estableció reservas por 100 millones de toneladas, con ley de 1,1 por ciento de cobre total, en las cercanías de la carretera que une Antofagasta con Calama, en una zona donde se realizaban explotaciones irregulares desde el siglo pasado. El proyecto requeriría una inversión, según cifras iniciales, de unos cien millones de dólares.



En Zaldívar, Outokumpu participa en una sociedad con Placer Dome Inc. Se espera que entre en producción hacia mediados del próximo año. Zaldívar es un depósito de cobre ubicado a pocos kilómetros de La Escondida, en lo que se está transformando en un centro cuprero de magnitud mundial.



La producción inicial de Zaldívar está prevista para 1995, con 120 mil toneladas anuales de cátodos, y con una inversión de 600 millones de dólares. Las reservas del yacimiento alcanzan a 316 millones de toneladas, con ley promedio de 0,89 por ciento de cobre, volumen que asegura una vida productiva de 17 años, a un ritmo de extracción de 39 mil toneladas diarias de mineral.



Además de la mina y sus instalaciones de proceso, Zaldívar construirá una línea propia de energía eléctrica —al igual como lo hizo La Escondida— de 220 kilómetros, para abastecer la operación que demandará una potencia de 60 megawatts. Asimismo, está construyendo un acueducto de cien kilómetros hasta la zona de Negrillar, que proporcionará el agua para cubrir la demanda, estimada en 400 litros por segundo.



Por su parte, uno de los antiguos productores de cobre en la Segunda Región, Mantos Blancos, está trabajando en dos proyectos. El primero es el Santa Bárbara, consistente en la unión de los distintos rajos del actual yacimiento y en una faena subterránea —Nora Marina— que le permitirá mantener su producción en torno de las 75 mil toneladas anuales de fino y proyectar la vida útil del mineral hasta el año 2013. La inversión estimada es de 60 millones de dólares y se contempla una línea de flotación convencional.



Es lamentable comprobar que mientras el sector privado aumenta espectacularmente su producción, productividad y utilidades, el sector público va en descenso alarmante en muchos aspectos, especialmente en su aporte al Estado, que ha disminuido casi a cero, situación que debe revertirse si no queremos —como dijo alguien en chiste— que nuestra "viga maestra", como pomposamente se la llamó, se convierta en un coligüe apolillado.



Señor Presidente, las Regiones confían en sus representantes ante el Senado para que puedan hacer oír sus voces, pidiendo soluciones a sus demandas. Hoy, la Segunda Región hace llegar su propuesta, avalada por todos los antecedentes que hemos entregado, para que se la conozca como la capital de la minería chilena. Así como a la Novena Región se la llamó "De la Araucanía", la Segunda debiera denominarse la "De la Minería".



La idea de que Antofagasta, por ley de la República, sea nombrada Región de la Minería, refleja el objetivo de un real proceso de regionalización del país, el cual debe venir acompañado por normativas y disposiciones atinentes a todos los sectores de relevancia regional. Para ello, esta iniciativa de los industriales de Antofagasta propone el aumento de la independencia decisional de las empresas del Estado que actúan en la Región, entre ellas EMPORCHI y CODELCO.



Promover el traslado a la Segunda Región de direcciones nacionales, gerencias de servicios o empresas públicas y privadas relacionadas con la minería, tales como el Servicio Nacional de Geología y Minería (SERNAGEOMIN), el Centro de Investigación Minera y Metalúrgica (CIMM) y ENAMI, y transformar en sociedades anónimas a las divisiones de CODELCO, con domicilio en las regiones en que operan, es avanzar en lo que debe ser una regionalización de verdad.



Señor Presidente, por los antecedentes entregados, que demuestran el carácter estratégico de la Segunda Región en el sector minero, solicito que se oficie a Su Excelencia el Presidente de la República, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, para que se sirva patrocinar esta iniciativa de la Asociación de Industriales de Antofagasta



He dicho.



—Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad al Reglamento, petición a la que adhieren los señores Larraín, Mc-Intyre y Errázuriz en nombre de los Comités Unión Demócrata Independiente, Institucionales y Unión de Centro-Centro, respectivamente.

El señor VALDÉS (Presidente).— En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Larraín.
CRISIS DE VITIVINICULTURA EN SÉPTIMA REGIÓN. OFICIOS
El señor LARRAÍN.— Señor Presidente, la situación por la que atraviesa la agricultura es reconocidamente compleja y crítica. Son múltiples los aspectos que gravitan negativamente en su desarrollo, y su crecimiento se ha estancado en los años recientes, mientras el país continúa avanzando en otras áreas de su quehacer productivo.


De continuar esta tendencia, es del todo previsible que en el futuro éste será el sector que más dificultades ofrecerá a quienes viven de la actividad agrícola, aumentando la marginalidad a extremos imposibles de prever. De hecho, por los antecedentes que tengo y que he dado a conocer parcialmente en esta misma Corporación en otras oportunidades, la pobreza rural es hoy de mayor magnitud que la que se observa en los sectores urbanos, cuestión que debe hacernos meditar acerca de las políticas económicas y sociales que están afectando este ámbito de nuestra actividad nacional, en el cual vive cerca del 20 por ciento de la población. Sin embargo, en esta oportunidad no quiero referirme a este cuadro global con mayor detalle, lo que haré más adelante, con mayores antecedentes y propuestas concretas. Lo he mencionado tan sólo para introducir una inquietud referida a uno de los sectores comprendidos en la actividad agrícola donde la crisis está causando estragos. Me refiero a la viticultura que en la Región que represento —la Séptima Región del Maule Sur, y en las vecinas— está pasando por uno de sus peores momentos.


Una vez más la situación de la viticultura se advierte en los precios, cuya baja está transformando a este quehacer en uno de rentabilidad sostenidamente negativa. Tales dificultades, que afectan en general a la actividad vitivinícola, se agravan en esta zona considerando que parte de ella es de secano, lo cual si bien permite una calidad diferente en los caldos que produce, hace que los rendimientos sean cuantitativamente escasos. A ello se suma la circunstancia de que las cepas en producción no corresponden a variedades finas o de exportación, limitando aún más las posibilidades de mejorar su rentabilidad económica.


Lo anterior configura un cuadro que es compartido por todos. El señor Ministro de Agricultura, al inaugurar la FITAL el 25 de marzo recién pasado, reconoció la existencia de esta crisis y comprometió su ayuda en la materia. Estimo que ello es de carácter urgente y que las diversas entidades vinculadas a esta actividad deben hacer lo propio y actuar de consuno.


El sector privado debe asumir sus propias responsabilidades colaborando a su reimpulso. Es indispensable contribuir a mejorar la capacidad empresarial de los vinicultores, capacitándolos en diversos aspectos que incluyen, entre otros, la mantención de las viñas y la elaboración de vinos, con la finalidad de mejorar la calidad de la producción. Incorporando modificaciones en la gestión y administración de los viñateros, especialmente entre los pequeños y medianos productores, se podrá lograr también un mejor resultado económico.


En el plano legislativo, estimo conveniente revisar ciertas limitaciones que afectan hoy al expendio de vinos en fuentes de soda o a la producción de otros subproductos de la uva que restringen sin justificación las aplicaciones y salidas que tiene en otras naciones o regiones del mismo país. Próximamente, efectuaré algunas presentaciones al respecto.


Señor Presidente, menciono esta situación y algunas posibles soluciones de índole privadas para poner en un contexto adecuado el planteamiento que sigue, destinado a requerir la colaboración de la autoridad en la superación de las dificultades anotadas. En concreto, quisiera solicitar la intervención de ciertas entidades de la Administración Pública, con el fin de colaborar con prontitud a la solución de las mismas. He sostenido numerosas reuniones con productores vitivinícolas de mi Región y ellos están conscientes de su responsabilidad en la superación de los problemas, pero también esperan de la autoridad una colaboración significativa.


En primer lugar, creo conveniente conocer cuáles son las medidas que el Ministerio de Agricultura está pensando propiciar para estos efectos. Qué proyectos propone en lo que concierne a los cepajes existentes, a obras de regadío y a nuevas alternativas productivas complementarias o sustitutivas que estén vinculadas a lo mismo.


Por otra parte, dado el hecho público y notorio del incremento del comercio clandestino del vino, cuestión que, aparte de ser ilegal, provoca una competencia desleal que va en desmedro de quienes obran correctamente, quisiera conocer qué medidas de control podría desarrollar especialmente el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Impuestos Internos de su dependencia, para contrarrestar el recrudecimiento de esta actividad ilícita que no sólo causa perjuicios económicos, sino que también daña la salud de la población, ya que la producción queda fuera de todo control sanitario, exponiendo a la gente a graves riesgos de enfermedades.


En mérito de lo expuesto, solicito que en mi nombre se oficie a los señores Ministros de Agricultura y de Hacienda, para que den respuestas a estas inquietudes que afectan a una importante actividad nacional y regional.


He dicho.


—Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad al Reglamento.
El señor VALDÉS (Presidente).— En el tiempo del Comité Unión de Centro-Centro, tiene la palabra el Honorable señor Errázuriz.
PROMOCIÓN DE OBRAS MEDIANAS DE RIEGO. OFICIOS
El señor ERRÁZURIZ.— Señor Presidente, desde hace mucho tiempo, y como Senador por la Séptima Región, estoy empeñado en la posibilidad de efectuar un gran proyecto de regadío y drenaje en el Valle de Curepto. Existe allí la posibilidad de captar agua para regar unas 2 mil 700 hectáreas y para drenar otras 800, lo cual permitiría incorporarlas a la producción.


A través de esta iniciativa, he estudiado profundamente la innegable trascendencia que tiene para el país la promoción de obras medianas de riego, hoy realmente ignoradas en su importancia y significación nacional.


En lo que respecta al riego de Curepto, las alternativas para obtener el agua necesaria para el regadío son, por una parte, el riego gravitacional por medio de un canal que recoja las aguas del río Mataquito, aunque los estudios técnicos revelan que esta alternativa hasta ahora podría ser un poco más cara que la simple elevación mecánica mediante bombas.


En el segundo caso, es decir, en el del riego por elevación mecánica del agua, existen a su vez dos alternativas. Una, consistente en la elevación del agua desde el Estero Curepto hacia el valle, con una altura de elevación de alrededor de 50 metros y que permitiría regar, con un caudal de 2,7 metros cúbicos por segundo, alrededor de 2 mil 500 hectáreas nuevas.


La otra posibilidad de elevación mecánica es en el sector de Rocamávida, donde las aguas serían captadas directamente del río Mataquito y elevadas alrededor de 60 metros hacia el Valle Domulgo, afluente del Curepto.


Los estudios técnicos revelan que ambas soluciones son realmente interesantes. Sin embargo, se ha estimado mejor la segunda porque las aguas serían captadas antes de la Planta de Celulosa de Licancel, evitando así todo riesgo de contaminación de las mismas.



Existe una tercera alternativa de riego del Valle de Curepto, que consiste en construir importantes embalses colectores de aguas lluvias a la salida del valle Deuca. Su ubicación es favorable y la relación agua-muro resulta muy conveniente, aunque presenta el problema de inundar bastante tierra y dejar fuera de cota de canal a otras 700 hectáreas que no alcanzarían a regarse en este caso.



Finalmente, y dentro de los proyectos relevantes que vale la pena considerar para el mismo valle de Curepto y para la Séptima Región, cabe mencionar la conveniencia de drenar y habilitar suelos —hoy casi sin ningún aprovechamiento— en una superficie superior a 800 hectáreas, las que habitualmente se inundan con las crecidas del río Mataquito, causando graves problemas. Este proyecto          —actualmente, en su fase de estudio de factibilidad— debe servir de eficaz complemento al valioso proyecto de regadío del tradicional valle de secano de Curepto, abriendo nuevos horizontes a su población y a toda la Séptima Región.



Por lo expresado, solicito oficiar al señor Ministro de Obras Públicas, para que disponga la agilización de éste y de todos los demás interesantes proyectos de regadío en beneficio del país entero. Lo pido en nombre del Senado, a fin de activar la totalidad de las iniciativas del PROM, que tanta trascendencia tienen para la promoción de las obras medianas de regadío, no sólo en mi Región, sino también a lo largo de Chile.



Asimismo, solicito que se sirva informar a esta Corporación, en forma resumida, respecto de cada uno de los proyectos del PROM estudiados en diversos lugares del país, indicando su tasa interna de retorno (TIR), el valor actualizado neto (VAN) y las formas de financiamiento y recursos internos y externos disponibles y posibles de lograr para estos efectos, como también las gestiones y prioridades que el Ministerio de Hacienda —a quien también pido oficiar— está acordando respecto de estas iniciativas, especialmente en cuanto a su fuente de financiamiento.




He dicho.



—Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad al Reglamento.

El señor VALDÉS (Presidente).— Corresponde el turno al Comité Demócrata Cristiano.



Tiene la palabra el Honorable señor Hamilton.

TRASCENDENCIA DE OBRA DEL PADRE ALBERTO HURTADO CRUCHAGA

El señor HAMILTON.— Señor Presidente, en su última sesión, el Senado acordó levantar tres monumentos al Padre Alberto Hurtado Cruchaga. Uno, en Viña del Mar, lugar de su nacimiento; otro, en la vecina localidad de Casablanca, donde pasó la mayor parte de su niñez y adolescencia, y un tercero, en Estación Central, comuna que fue el lugar de desarrollo de las obras del Hogar de Cristo, que él fundó.



A propósito de esta decisión del Senado, me parece útil recordar algo de la vida y obra, y del legado del Padre Hurtado.



Dentro de unos meses, la Iglesia Católica proclamará "urbi et orbi" la beatificación del Padre Alberto Hurtado Cruchaga. Esto significará que, por primera vez en más de cuatro siglos de nuestra historia como nación, un varón chileno será propuesto como modelo de virtudes por la Iglesia universal. Somos un país democrático, una sociedad pluralista. En Chile no hay ninguna religión de Estado. Hay, sí, en las circunstancias concretas del vasto mundo de fines del siglo XX, algo en Chile que es tal vez más importante: un profundo respeto por los valores morales que engrandecen al hombre y consagran su dignidad como sujeto de la historia y lo proyectan como medida de las cosas de este mundo. No temo ofender las creencias o el pensamiento de ningún chileno, si afirmo que la beatificación del sacerdote jesuita Alberto Hurtado nos honra a todos como nación y nos propone un ejemplo que debemos destacar preferentemente en nuestro propio país.



Al terminar este siglo, que ha sido de tan dramáticas vicisitudes para Chile, y mirar hacia atrás el camino recorrido, la figura del padre Hurtado, con la perspectiva que ya da el tiempo, nos parece con perfiles cada vez más humildes y realmente más grandes. Este hombre que llamaba "patroncito" a quienes acudían a él, nunca tuvo la voluntad de poder, sino de servir; jamás aspiró a dominar aprovechando el orden establecido, y tampoco predicó la violencia para cambiarlo. No porque su conciencia no se sublevara contra la injusticia, la pasión de la caridad que es amor de Dios y de los hombres. Pocas voces se han alzado en nuestro país con tanta oportunidad y más claro acento para proclamar la necesidad de la justicia que la suya. La historia de Chile habría sido distinta si el padre Hurtado hubiera sido realmente escuchado. Hace casi medio siglo escribió: "Estamos felizmente en una época que clama por la justicia. Después de larga opresión los hombres no piensan satisfacerse con nada menos que con la justicia y aspiran a obtenerla aun cuando en la tentativa hubiera de saltar en pedazos el edificio social" ..."Predicar sólo la resignación y la caridad frente a grandes dolores humanos sería cubrir la injusticia. Resignación y caridad deben predicarse siempre, pero simultáneamente al deber de luchar con todas las armas justas para obtener la justicia". Y añadía: "Toda acción social exige primeramente en cada uno de nosotros una obra de purificación espiritual: la primera condición de esta obra es despertar en nuestro espíritu el sentido del escándalo"..."Aunque aceptemos el mal como una fatalidad provisoriamente invencible, no lo justifiquemos como si fuese el bien absoluto".


Este llamado de hace medio siglo puede tener una sorprendente actualidad. En su momento movilizó las conciencias de millares de jóvenes chilenos. No era un llamado político, sino uno que exigía, ante todo, "una purificación espiritual", y él tenía eficacia porque el que lo hacía predicaba con el ejemplo. Con el ejemplo de su persona, pues Alberto Hurtado empezó a cambiar la conciencia de la nación. No fue un santo histórico. Predicó la encarnación de valores eternos en las circunstancias concretas de su tiempo. Ese tiempo sigue siendo sustancialmente el nuestro, y eso explica la vigencia que tiene hoy el padre Hurtado.


Lo han sobrevivido sus obras: La revista "Mensaje", que él fundó; el Hogar de Cristo, que es testimonio permanente de su amor a los pobres y una institución ejemplar en nuestro país y en América Latina. Pero, sobre todo, sigue vivo el heroico ejemplo de su vida personal, que será por mucho tiempo una inspiración para hombres y mujeres de nuestra patria, jóvenes y viejos, católicos y no católicos, creyentes y no creyentes.


Alberto Hurtado nació en Viña del Mar al comenzar este siglo, el mismo día en que moría la Reina Victoria en Inglaterra, y parecía terminar toda una época. Su presencia entre nosotros sigue viva, y su ejemplo, a mi juicio, debe ser recordado por las futuras generaciones de chilenos.


Como lo expresó el obispo don Manuel Larraín en el entierro del Padre Hurtado, éste fue "una visita de Dios a nuestra patria".


He dicho.

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz.
CIEN AÑOS DE PORVENIR
El señor RUIZ (don José).— Señor Presidente, la actividad ganadera iniciada en Tierra del Fuego en 1893, gracias al empuje del esforzado navegante portugués José Nogueira, fue la que dio origen a los primeros poblados en la inhóspita isla. Nacía, así, entre otros asentamientos humanos, la estancia "Porvenir", en la bahía que después tomaría su nombre, por el esfuerzo de los pioneros John Rae y Rodolfo Stubenrauch.



La bahía había sido descubierta por el aventurero Jorge Porter y fue utilizada en un comienzo por los numerosos loberos que surcaban esos mares australes. Luego, tanto por la actividad ganadera como por la minera, especialmente en los cerros de Boquerón, adquirió especial importancia. En ese contexto, por decreto del Presidente Jorge Montt, de 20 de junio de 1894, se creó el pueblo de Porvenir.



La explotación del oro, que luego ocupó a varios cientos de esforzados emigrantes que recorrieron los cerros del Cordón Baquedano descubriendo nuevas e importantes vetas, permitió el crecimiento del incipiente poblado.



Sin embargo, Porvenir fue siempre un pueblo de paso, con un destino incierto, dependiendo de actividades que se desenvolvían en otros sitios y aportando su bahía bien protegida, así como su población, para albergar y dar descanso a los viajeros y desarrollar un comercio invariablemente necesario en lugares apartados.



El poblamiento en el sector argentino fue más tardío, pero tuvo un avance distinto, especialmente en las últimas décadas. El Gobierno de Buenos Aires, consciente de la importancia de asentar la soberanía en la isla de Tierra del Fuego, aplicó un plan de poblamiento que contemplaba beneficios tributarios, arancelarios y bonificaciones especiales, lo que permitió el desarrollo de una agresiva actividad industrial y que la población argentina en la isla se quintuplicara en el último decenio.



Mientras ello tenía lugar, la población chilena disminuía. El Presidente Aylwin quiso imprimir un giro a esta situación. Pero la ley que entrega beneficios a las comunas de Porvenir y Primavera, dictada durante su Gobierno, fue, lamentablemente, una mala copia de una mala ley.



Hoy, más que "llorar sobre la leche derramada", es hora de abordar con visión de futuro la responsabilidad política de generar el desarrollo de Tierra del Fuego; y, más que buscar responsabilidades pasadas, debemos generar propuestas que hagan factible levantar la esperanza de los pocos miles de habitantes que aún quedan en Porvenir.



En esta oportunidad, al cumplirse 100 años de la fundación de ese lejano poblado fueguino, reiteraré planteamientos que he realizado en estos años y que esperan una favorable acogida del Gobierno Central.



Primero, urge abordar la construcción del camino entre Vicuña y Yendegaia, obra costosa pero de gran proyección, ya que permitirá unir por territorio nacional la isla Navarino con Punta Arenas, con un balseo en el Beagle y otro en el estrecho de Magallanes.



Segundo, se deben ampliar los proyectos de mejoramiento del frigorífico SACOR, para avanzar en la industrialización de los productos derivados de la ganadería, lo que proporcionará trabajo estable para algunos cientos de personas y constituirá un progreso para la economía de Porvenir.



Tercero, se debe dotar de un moderno transbordador al servicio entre Porvenir y Punta Arenas, lo que facilitaría el turismo hacia Tierra del Fuego por esta vía, especialmente el de carácter regional.



Cuarto, debe mejorarse la Ley N° 19.149, previa consulta a las organizaciones sociales de Tierra del Fuego y con la aprobación del Consejo Regional de Magallanes.



Quinto, debe enviarse a la brevedad el proyecto que reforma el artículo 6º del decreto ley N° 2.312, de 1978, y el artículo 1º de la Ley N° 19.275, que entregué a Su Excelencia el Presidente de la República el 9 de mayo último.



Estoy consciente de que aun tomando estas medidas el despegue de Porvenir y de Tierra del Fuego no será fácil; pero, a lo menos, los fueguinos tendrán algunas herramientas útiles que les permitirán, con su propio esfuerzo y su capacidad creativa, abrir nuevas esperanzas a las jóvenes generaciones de esforzados chilenos que hacen patria en ese lejano confín de América. 



He dicho.

El señor MC-INTYRE.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor MC-INTYRE.— Señor Presidente, nuestro Comité adhiere al homenaje rendido a Porvenir y, también, a la petición expresa formulada por el Senador señor Ruiz con respecto a mejoras industriales, ganadera y de transporte, tanto para Porvenir como, en general, para la isla de Tierra del Fuego.

El señor ERRÁZURIZ.— Señor Presidente, también quiero unirme al planteamiento del Honorable señor Ruiz.

El señor HORVATH.— Señor Presidente, me sumo a las peticiones expuestas.

El señor VALDÉS (Presidente).— Se dejará constancia de las adhesiones de Sus Señorías.



Tiene la palabra el Honorable señor Adolfo Zaldívar.

CONSIDERACIONES ACERCA DE

CONTROVERSIA POR LAGUNA

DEL DESIERTO

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).— Señor Presidente, hemos tenido conocimiento de que han finalizado recientemente los alegatos orales en el juicio arbitral entre Argentina y Chile por la zona conocida como Laguna del Desierto.



Al proceder de esta forma, ambos países dan cabal cumplimiento al deber jurídico internacional de solucionar pacíficamente las controversias.



Esta obligación se encuentra consagrada en el artículo 2º, párrafo 3, de la Carta de las Naciones Unidas, que establece que "Los Miembros de la Organización arreglarán sus controversias internacionales por medios pacíficos de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales ni la justicia.".



Por su parte, la Carta de la Organización de los Estados Americanos dispone, en la letra h) de su artículo 3º, que es principio de los Estados Americanos el de que las controversias "deben ser resueltas por medio de procedimientos pacíficos.".



En el Tratado de Paz y Amistad entre Argentina y Chile, suscrito en el Estado del Vaticano el 29 de noviembre de 1984, las partes confirmaron, en el artículo 2º, inciso segundo, "su obligación de solucionar siempre y exclusivamente por medios pacíficos todas las controversias, de cualquier naturaleza, que por cualquier causa hayan surgido o puedan surgir entre ellas", para lo cual establecieron los procedimientos pertinentes, entre los cuales se encuentra el arbitraje.



La obligación de solucionar pacíficamente la controversia concerniente a la zona conocida como Laguna del Desierto se cumple sobre la base de lo pactado entre las partes en el compromiso firmado el 31 de octubre de 1991, instancia en la cual acordaron "someter a arbitraje el recorrido de la traza del límite entre la República de Chile y la República Argentina en el sector comprendido entre el Hito 62 y el Monte Fitz Roy".



Este compromiso tuvo su antecedente inmediato en la Declaración Presidencial sobre Límites, de 2 de agosto de 1991. En aquella ocasión no sólo se acordó someter la cuestión de Laguna del Desierto a arbitraje, sino que, también, se dio solución directamente a 22 asuntos limítrofes aún no resueltos y se suscribió el Tratado de Límites en los Campos de Hielos Sur, pendiente de aprobación parlamentaria en ambos países.



Mediante el compromiso de 1991, las partes han solicitado al Tribunal Arbitral, según el artículo I, "que decida el recorrido de la traza del límite en el sector comprendido entre el Hito 62 y el Monte Fitz Roy, de la 3ª Región, definida en el N° 18 del Informe del Tribunal Arbitral de 1902 y analizada en detalle en el párrafo final del N° 22 del citado informe.". De conformidad con el artículo II del mismo cuerpo normativo, el Tribunal debe decidir interpretando y aplicando el laudo de 1902, conforme al Derecho Internacional.



El Tribunal Arbitral, compuesto por cinco miembros, a saber, los señores Rafael Nieto Navia, Presidente; Reinaldo Galindo Pohl; Santiago Benadava; Julio Barberis y Pedro Nikhen, ha conocido ya las Memorias y Contramemorias presentadas por las partes. También ha visitado, en el mes de febrero pasado, la zona en disputa. Y, recientemente, como lo expresé, se han efectuado en Río de Janeiro, sede del Tribunal, las exposiciones orales por parte de los agentes de Argentina y Chile. Estos alegatos, de acuerdo a lo estipulado, se han desarrollado en reserva.



Sólo resta, en consecuencia, que el Tribunal Arbitral pronuncie la sentencia pertinente. No hay plazo para ello. Pero, como señaló Su Excelencia el Presidente de la República en su reciente mensaje ante el Congreso Nacional, se espera que el fallo, obligatorio, definitivo e inapelable, sea dictado a fines del año en curso, y que ambas partes procedan a acatarlo, haciendo honor a sus respectivas naciones.



Al hacer esta breve alusión al Juicio Arbitral sobre el caso de Laguna del Desierto, en primer término quiero llamar la atención acerca de la vocación por la paz que anima a Chile, el apego al Derecho Internacional y a la obligación de solucionar pacíficamente las controversias, que han sido características constantes de la política exterior de nuestro país. Como Senador por la Región donde se ubica la Laguna del Desierto, no puedo menos que asociarme entusiastamente a esta tradición patria.



En segundo lugar, he pretendido hacer resaltar el trabajo realizado en esta materia por el Gobierno del Presidente Aylwin, que el Presidente Frei ha continuado con decisión y prudencia. También, quiero reconocer debidamente la trascendencia de la fórmula de solución permanente ajustada a derecho que garantiza el Tratado de Paz y Amistad suscrito por el Gobierno del General Pinochet.



La continuidad, tanto en los objetivos como en los medios para obtenerlos, ha sido una característica relevante de nuestra política exterior; y esa virtud no conviene perderla de vista cuando se tienen que servir los intereses superiores del país.



Ciertamente, la solución de toda controversia internacional, particularmente las territoriales, ayuda enormemente al desarrollo de la cooperación entre los Estados y remueve obstáculos y riesgos a las inversiones recíprocas. Aisén desea incrementar su desarrollo, y ello, evidentemente, tiene íntima vinculación con el estado de las relaciones entre Chile y Argentina.



Reconocemos que en el pasado hemos tenido desencuentros históricos con nuestros hermanos argentinos; años de inquietudes y de angustias, de avances y retrocesos en nuestras relaciones. En este siglo, nos hemos pasado delimitando nuestras fronteras: ayer, Palena y Canal Beagle; hoy, Laguna del Desierto y los Hielos Continentales. Son sólo cuatro muestras en las últimas cinco décadas. Todo esto ha significado un perjuicio permanente en nuestro comercio fronterizo, frustrando intentos serios de integración económica y social. Ello ha retardado la posibilidad de que las grandes riquezas en recursos naturales, compartidas o complementarias, atraigan los capitales privados necesarios para su explotación.



El término de la controversia de Laguna del Desierto traerá para la Región de Aisén, que represento, la paz y la consolidación definitiva de sus casi mil kilómetros de fronteras, lo que tanto necesita y anhela para lograr, junto a una gran inversión estatal en infraestructura, su desarrollo económico sustentable definitivo. Así podrá, finalmente, dejar atrás su insegura historia y mirar el siglo XXI con una sólida y real esperanza, para brindar alegría a los desilusionados luchadores patagónicos de ayer y de hoy, y, por sobre todo, para iluminar con fe el porvenir de las juventudes futuras.


Como hombre amante de la paz, desearía corroborar lo afirmado por el Canciller señor Carlos Figueroa Serrano: "El país puede esperar tranquilo la sentencia arbitral. Se ha hecho todo cuanto era necesario. Se han consultado todos los expertos. Se han presentado todas las pruebas.". Me asiste el convencimiento de que las razones y argumentos de Chile serán debidamente recogidos por el Tribunal Arbitral.


Finalmente, es importante enfatizar que el mayor logro ha sido haber conseguido recurrir a la vía del derecho, alejando cualquier sombra de conflicto armado. En síntesis, se han conjugado adecuadamente los intereses nacionales y el valor de la vida humana, el derecho y la justicia.


Se levantará, así, un hito de paz entre Chile y Argentina. Los dos pueblos harán una manifestación más de gratitud hacia el Santo Padre, el Papa Juan Pablo II, que con su proverbial mediación les mostró el camino de hermandad a que están llamados ambos por la historia, por su vecindad geográfica y por el imperativo de enfrentar con éxito los desafíos del futuro común. He dicho.

El señor DÍAZ.— ¿Se terminó nuestro tiempo, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Restan aún dos minutos al Comité Demócrata Cristiano.

El señor DÍAZ.— Pido la palabra, señor Presidente.

El señor HORVATH.— Señor Presidente, sólo quiero sumarme a lo expresado por el Senador señor Adolfo Zaldívar, ya que conozco la zona. En otra oportunidad, entregaré antecedentes adicionales, puesto que discursos de esta naturaleza ha habido siempre en las controversias con el vecino país, y, sin embargo, éstas se han vuelto a presentar, por aplicar políticas distintas ambas naciones. Creo que el espíritu a que se ha hecho referencia es el que debemos llevar a la práctica, y aquel cuya concreción es preciso lograr.

El señor MC-INTYRE.— ¿Me permite, señor Presidente?

El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.

El señor MC-INTYRE.— Señor Presidente, también quiero adherir a las palabras del Honorable señor Adolfo Zaldívar confirmando nuestra vocación por la paz y la fe que tenemos en los árbitros. Empero, debo expresar —y corresponde a algo que hemos vivido— que toda la gente en esa zona siempre ha pedido que la solución dé respuesta a una continuidad territorial.

El señor VALDÉS (Presidente).— No podemos entrar en un debate sobre la materia, señor Senador, por hallarnos en el tiempo del Comité Demócrata Cristiano.

El señor MC-INTYRE.— Sólo adhería a las palabras del Honorable señor Adolfo Zaldívar, señor Presidente, con un...
El señor VALDÉS (Presidente).— Con un dejo de pesimismo, el cual no comparto, señor Senador.


Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.
APOYO A PLANES DE REGADÍO
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, quiero recalcar la gran labor hecha por el Gobierno del Presidente Aylwin, y que es continuada por el del Presidente Frei, respecto a planes de regadío en el país.


Durante prácticamente veinte años estuvo parado todo proyecto relativo a grandes tranques y sistemas de riego. Sin embargo, en el período del Presidente Aylwin se registraron grandes avances con obras que en parte se han terminado, como las de Laja-Diguillín, Convento Viejo, Puclaro, Tronco Linares.


En estos momentos se tramita en el Congreso Nacional una iniciativa sobre riego y drenaje, con subsidio para los pequeños, medianos y grandes propietarios. Quizás, la única diferencia existente al respecto dice relación a que algunos son partidarios de un aporte fiscal de hasta 75 por ciento para todos, en tanto que otros postulan que sea discriminado, con 75 por ciento para los pequeños y medianos, y sólo 50 por ciento para los grandes.


Toda esta información está disponible en la Comisión de Agricultura, donde se está tratando el tema de los pequeños, medianos y grandes proyectos de regadío.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).— Ha terminado el tiempo correspondiente al Comité Demócrata Cristiano.


No habiendo otros asuntos que tratar, se levanta la sesión.


—Se levantó a las 14:10.
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